
Santiago de Cali, Enero de 2026 
 
 
Señor 
JUEZ DE CALI (Reparto) 
Ciudad 
 
 
Proceso: ACCIÓN DE TUTELA 
Accionante: GUSTAVO ALBERTO BARRIENTOS VELASQUEZ 
Accionado: CONCEJO MUNICIPAL DE SANTIAGO DE CALI -MESA DIRECTIVA- 
 
GUSTAVO ALBERTO BARRIENTOS VELASQUEZ, identificada con cédula de 
ciudadanía No. 70.630.484, actuando en mi condición de aspirante y ternada al 
cargo de Contralor Distrital de Santiago de Cali para el periodo 2026 – 2029, 
presento ante su Despacho ACCIÓN DE TUTELA en contra de MESA DIRECTIVA 
DEL CONCEJO DISTRITAL DE SANTIAGO DE CALI  con nit 890.399.011-3, por la 
vulneración al derecho de fundamental de dar respuesta de fondo a derecho de 
peticion de diciembre 29 de 2025 con alcance en enero 22 de 2026 y adicionalmente 
ante la continuidad en la violación de los derechos fundamentales al debido 
proceso, igualdad,  buena fe, acceso a cargos públicos, Principio de Confianza 
Legitima  y los demás que el Juez considere vulnerados por parte de los accionados 
y conforme a los siguientes  
 
Los anexos de esta accion quedaron incluidos en el link: 
https://drive.google.com/drive/folders/1e1kowdL8uw010taGRHgfxrwo4ftpI68G?usp
=sharing 
 
 
HECHOS  
 
PRIMERO: El 29 de diciembre de 2025 mediante derecho de peticion solicite: 
“Citar para el dia de mañana o mas tardar el 31 de diciembre antes de finalizar el 
año a los miembros del Concejo Distrital a que cumplan su deber constitucional y 
legal de realizar la entrevista y elección de Contralor Distrital, dado que el 
reglamento interno establece que debe realizarse la citación con 12 horas de 
antelación”. Ver anexo 2 
 
El 22 de enero de 2026 ante el hecho de no haber dado respuesta y seguir teniendo 
validez jurídica la peticion y teniendo en cuenta que los días 30 y 31 de diciembre 
ya habían pasado, se traslado la peticion para esa fecha enero 22-2026. Ver anexo 
3 
 
El 26 de enero de 2026 recibí respuesta al derecho de peticion, NO de fondo, 
sino evasiva, DESCONTEXTUALIZANDO el mismo, pues nunca el accionante 
hizo referencia a sesiones ordinarias, haciendo énfasis el accionante a las 
sesiones extraordinarias y en la INDELEGABILIDAD de la función de 



entrevista y elección de Contralor por parte del Concejo Distrital de Santiago 
de Cali. Ver anexo 4 
 
SEGUNDO: Para esta peticion, por su relevancia para que el Concejo de Cali diera 
respuesta de fondo, procedí a enunciar el fundamento jurídico y/o razones por la 
cuales se efectuó la misma, sin embargo la Presidente del Concejo Distrital de 
Santiago de Cali al dar respuesta a este, la realiza no de fondo sino de manera 
evasiva: 
 
Primero descontextualiza la peticion, al desvincularla de los elementos jurídicos de 
la misma, esto es, para el caso:  
 

1. Conforme a la respuesta brindada a la ternada LIGIA AMANDA GALLEGO 
BLANDON el 24 de este mes por el Alcalde Distrital y por el uno de sus 
secretarios de despacho, ante petición para constituir en renuencia las 
actuaciones en la convocatoria pública de elección de Contralor Distrital y 
ante la evidente falta de disposición y voluntad política del señor 
Alcalde Distrital de no incluir en las sesiones extraordinarias realizadas 
entre el 11 al 20 de diciembre, el asunto entrevista y elección de 
Contralor Distrital. Ver anexo 5 

2. La Función Publica en concepto 20226000062801 de 2022 de la 
Función Pública, en la página 7 el cual se adjunta, como autoridad 
técnica competente para interpretar y definir la aplicación de las normas 
sobre esta convocatoria para contralores territoriales, indica que en 
sesiones extraordinarias se puede realizar la entrevista a ternados, por 
ende la elección, que es el paso subsiguiente y casi concomitante, el cual se 
puede realizar en la misma sesión del Concejo Distrital, concepto que tiene 
jurídicamente la condición de VINCULANTE, por ende de obligatorio 
cumplimiento. Ver anexo 6 

3. El Consejo de Estado mediante sentencia 68001-23-33-000-2024-00041-02 

de octubre 31 de 2025 se pronunció de manera similar al concepto de función 

pública en relación con caso de elección de Contralor Departamental de 

Santander, lo cual también es aplicable al Concejo Distrital, pues ambas 

corporaciones cumplen la misma función, variando, en síntesis, únicamente 

el nivel al que pertenecen. Ver anexo 7 

4. El Dr RICARDO MONTERO -Jefe del Área Jurídica en respuesta a acción de 

tutela de YURI ALEJANDRA HURTADO nro  2025-00387 de Juzgado 9 

Penal Municipal, indicó que la llamada "actuación preventiva"   de la 

Procuraduría, no eran procedentes y no tenían asidero jurídico. Ver anexo 8 

página 4 

5. Es INDELEGABLE la función de elegir el Contralor Distrital, de allí que 
no dependa de la voluntad o discrecionalidad del Alcalde 

 
Segundo, se enfoca en la respuesta al derecho de peticion a las sesiones 
ordinarias, cuando estas no han sido el objeto de la accion de tutela, sino la 



vulneración del derecho como ternado en la convocatoria pública, a que el Concejo 
Distrital cumpla el deber constitucional y legal, por ser INDELEGABLE, en 
intervalo de tiempos, en periodo de sesiones extraordinarias y no únicamente 
en sesiones ordinarias, por lo indicado en los numerales 1,2,3 y 5 
 
Señor JUEZ, como accionante:  
 

i) En el derecho de peticion, hice referencia solo a citación a sesiones 
extraordinarias 

ii) Aporte al Concejo los argumentos jurídicos para el efecto citados en los 
numerales 1,2, 3 y 5 hecho segundo, procediendo la Presidente de la 
Mesa Directiva del Concejo para dar respuesta, a vincular aspectos 
que no están en discusión o mejor no hizo parte del derecho de 
peticion, como lo son las sesiones ordinarias, lo cual en principio, 
daría a entender que tanto el presidente anterior como la presidenta 
actual de la corporación, circunscriben y supeditan la función electoral 
propia del concejo y como deber constitucional y legal de entrevista y 
elección de contralor en sesiones extraordinarias, solo si el señor 
Alcalde incluye como asunto a tratar, estos es, la entrevista y elección de 
Contralor, desconociendo sus funciones constitucionales y legales 

iii) DESCONOCIENDO, el anterior Presidente y al tiempo la Presidente 
actual del Concejo: 

a) la INDELEGABILIDAD de dicha función, esto es, entrevista y elección de 
Contralor,    

b) El concepto de la Función publica viene derivado del artículo 15 de la 
resolución 0728 de 2019 de la Contraloría General de la República,  
artículo 6 constitucional del acto legislativo 4 de 2019, resolución que a 
su vez, es la que se aplica actualmente a los procesos de convocatoria, ante 
la no reglamentación precisa de esta elección para contralores territoriales, 
la cual se realiza en este proceso de convocatoria, con base en lo dispuesto 
por esta resolución citada y por analogía, conforme a lo dispuesto en el 
parágrafo transitorio del artículo 12 de la ley 1904 de 2018  

 
TERCERO:  El concejo Distrital en respuestas ante autoridad judicial en respuesta 
a acciones de tutela a afirmado, en síntesis,  que su actuación en este proceso, ha 
sido legal y que los actos administrativos emitidos gozan de la presunción de 
legalidad, a pesar de las “acciones preventivas” que ha formulado o efectuado la 
Procuraduría Delegada Segunda para la Vigilancia de la Función Publica, lo cual 
indica que no existen impedimentos de orden legal, para no cumplir con su deber 
constitucional y legal de entrevista y elección, aun en tiempos de sesiones 
extraordinarias, aplicando los procedimientos del reglamento interno de la 
corporación   
 
CUARTO: Ninguna norma hasta la fecha, ha dejado sin efecto jurídico, ni 
derogado, la facultad expresa y concreta del Concejo Distrital de Santiago de 
Cali, por tanto INDELEGABLE, de elegir Contralor, unido al Concepto, 
VINCULANTE, de la Función Publica y la sentencia del Consejo de Estado, citados, 



en sesiones extraordinarias que fue el objeto del derecho de peticion, 
encontrándose vigente, como periodo, las sesiones extraordinarias, en la cual, 
considerando lo ya actuado en el mes de diciembre de 2025  por el señor Alcalde  
Distrital, como ya se indicó, este funcionario no tiene interés alguno en incluirlo como 
asunto a tratar, lo cual no es óbice para que la Mesa Directiva del Concejo Distrital 
de Santiago de Cali, en cumplimiento de su deber constitucional y legal y en 
particular a la Presidenta de dicha corporación, citen a entrevista y elección de 
Contralor 
 
QUINTO: El reglamento Interno del Concejo Distrital de Santiago de Cali, incluye 
dentro de la clase de sesiones, en el artículo 68 la sesión especial, las cuales 
realiza por derecho propio y para el caso, es para el cumplimiento de un deber 
constitucional y legal -entrevista y elección de Contralor- y la citación a los 
miembros del Concejo a sesión plenaria, como lo requiere esta finalidad de 
entrevista y elección de Contralor Distrital, conforme al artículo 67 de este 
reglamento, debe hacerse con doce (12) horas de antelación, como asi se indico en 
el derecho de peticion, para que se realizara en los días 30 y 31 de diciembre de 
2025. 
 
Dándosele a este derecho de peticion de diciembre 29, alcance en enero 22 de 
2026, en términos de tiempo en sesiones extraordinarias, sin estar subordinados o 
dependiendo de decisiones del Alcalde Distrital, quien tampoco, a pesar de tener 
pleno conocimiento en el mes de diciembre de que aún se encontraba pendiente 
esta entrevista y elección, no mostro el más mínimo interés al respecto en el decreto 
de citación a extras emitido en diciembre 10 para que se cumpliera sesiones 
extraordinarias entre el 11 al 20 del mismo mes, como se indicó en el numeral 1 
hecho segundo 
 
Y a pesar de pleno conocimiento de la no entrevista a los ternados y elección de 
alguno de ellos como Contralor Distrital, fue muy diligente si, al momento en que 
el Contralor Distrital el 22 de diciembre de 2025, sin que se terminara el periodo 
para que el concejo cumpliera con su función electoral, el cual vencía a diciembre 
31 de 2025, a solicitar el nombramiento de carácter temporal de Contralor Distrital, 
entre tanto se cumple la elección del titular, procedió con el nombramiento, por 
decreto que en efecto se cumplió el 29 de diciembre,  fecha -diciembre 29- en que 
el accionante, solicito al Concejo que procediera en los días 30 y 31 a efectuar 
entrevista y elección de Contralor, en cumplimiento del inciso segundo articulo 2 ley 
1904 de 2018.  
SEXTO: El periodo de sesiones extraordinarias, continua vigente, como también 
sigue siendo INDELEGABlE la función de entrevista y elección de Contralor por 
parte del Concejo Distrital, sin depender del querer o intención del señor Alcalde, 
teniendo el Concejo Distrital, los mecanismos y procedimientos para cumplir con 
este propósito, como se indico en el primer párrafo del hecho quinto que es 
consistente y coherente con el concepto de función publica y sentencia Consejo de 
Estado citados 
 
 



PRETENSIONES 
 
Ordenar a la Mesa Directiva del Concejo Distrital de Santiago de Cali, dar 
respuesta de fondo al derecho de peticion, SIN EVADIR la misma haciendo 
alusión el Concejo en la respuesta a las sesiones ordinarias, las cuales para la 
peticion, el accionante nunca las cito, porque es claro que por derecho propio en 
estas puede realizar la entrevista y elección,  como también es claro, conforme al 
artículo 68 del reglamento, que por derecho propio puede convocar a sesión 
especial, por ser INDELEGABLE esta función, función y competencia 
constitucional y legal del Concejo, que no puede estar supeditada, en sesiones 
extraordinarias, al querer, intención, o disposición de otra autoridad, para el caso, 
el Alcalde Distrital,  enunciando el accionante en la peticion, las razones de 
orden jurídico, que dieron lugar a la misma peticion, SOBRE LAS CUALES 
DEBIÓ DARSE RESPUESTA DE FONDO a este.   
 
 
PROCEDENCIA 

 
Esta acción de tutela es procedente de conformidad con lo establecido 
en los artículos 1, 2, 5, 9 y 10 del Decreto 2591 de 1.991, ya que lo que 
se pretende es que se extinga la vulneración a mis derechos 
fundamentales 

JURAMENTO 

 
Para los efectos de que trata el artículo 37 y 38 del Decreto 2591 de 1.991, 
manifiesto bajo juramento que, con anterioridad a esta acción he 
promovido acciones de tutela contenidas en los radicados 2025-00440 del 
Jugado Octavo Penal Municipal y 2025-00473 del Juzgado Penal de 
Adolescentes, ambas DESISTIDAS y que a pesar de que en la aceptación 
del desistimiento de esta última se indicó que cuando se desiste se 
entiende como cosa juzgada, convirtiéndose este entendimiento, por 
fuerza de los hechos y las vulneraciones de que hemos sido objeto 
los ternados, entre los cuales estoy como accionante, en una presunción, 
vulnerando el derecho sustancial a la vez derecho fundamental, pues se 
mantiene a la fecha la vulneración al debido proceso y demás derechos 
invocados y actualmente al derecho de peticion que tiene como 
finalidad esta peticion que se dé respuesta de fondo al mismo  
 

 
PRUEBAS 
 
Se aportan como medio de pruebas los siguientes:  
 

Anexo 1. Copia de cedula de ciudadanía 
Anexo 2- Derecho peticion diciembre 29 de 2025 



Anexo 3- Alcance derecho de peticion enero 22-2026 
Anexo 4- Respuesta a derecho de peticion de diciembre 26-26  
Anexo 5- Comunicación a Amanda Gallego Blandón  
Anexo 6- Concepto Función Publica  
Anexo 7- Sentencia consejo de estado 
Anexo 8- Respuesta Ricardo Montero a autoridad judicial 
 
 
Los anexos de esta accion quedaron incluidos en el link: 
https://drive.google.com/drive/folders/1e1kowdL8uw010taGRHgfxrwo4ftpI68G?
usp=sharing 
 
 
 

NOTIFICACIONES 
 
El accionado   
 
CONCEJO DE SANTIAGO DE CALI: juridico@concejodecali.gov.co  
 
ACCIONANTE:  
Email: consultoriasoficiales@gmail.com 
 
Del señor JUEZ, 
  
 
 
GUSTAVO BARRIENTOS VELASQUEZ 
c.c 70.630.484 
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Consultorías Oficiales <consultoriasoficiales@gmail.com> 
 

lun, 29 dic 
2025, 
15:16 

 

para presidencia, juridico, Amanda, diegomauriciol, notificacionesjudiciales 

 
 

 

Doctor  

EDINSON LUCUMI LUCUMI 

MIEMBROS DE LA MESA DIRECTIVA 

CONCEJO DISTRITAL DE SANTIAGO DE CALI 

 

ASUNTO: CITACIÓN INMEDIATA A SESIÓN ESPECIAL ENTREVISTA A TERNADOS Y ELECCIÓN 
CONTRALOR DISTRITAl 

 

Primero que todo, antes de proceder a las consideraciones y petición, al no disponer de los 
correos electrónicos de los demás miembros de la Mesa Directiva, de manera respetuosa, 
solicito se de traslado el día de hoy, de este correo a dichos miembros actuales de Mesa 
Directiva o a la mayor  brevedad posible. 

 

Conforme a la respuesta brindada a la ternada LIGIA AMANDA GALLEGO BLANDON el 24 de 
este mes por el Alcalde Distrital y por el uno de sus secretarios de despacho, ante 
petición para constituir en renuencia las actuaciones en la convocatoria pública de elección 
de Contralor Distrital y ante la evidente falta de disposición y voluntad política del señor 
Alcalde Distrital de no incluir en las sesiones extraordinarias realizadas entre el 11 al 20 de 
diciembre, el asunto entrevista y elección de Contralor Distrital, conforme se evidencia en los 
argumentos expresados en esta comunicación de diciembre 24, argumentando presuntas 
irregularidades por parte de la Procuraduría, las mismas que quedaron despejadas cuando 
levantaron la suspensión del proceso el 18 de noviembre,  comunicación de respuesta a la 
ternada que se adjunta, por si eventualmente, no tiene conocimiento de ella. 

 

Teniendo en cuenta que, como lo he indicado en acciones de tutela, DESISTIDAS y en una de 
ellas el Concejo como accionado indicar que no se vulnero el debido proceso -acción de tutela 
2025-00440 Juzgado 8 penal municipal- y aun así continuamos sin que se pueda realizar la 
entrevista y elección, DOS MESES DESPUÉS, del tiempo previsto en el cronograma contenido 
en la resolución 200.2.2.261 de Julio 28 de 2025 y adicionalmente: 

 



1. El concepto 20226000062801 de 2022 de la Función Pública, en la página 7 el cual se 
adjunta, como autoridad técnica competente para interpretar y definir la aplicación de las 
normas sobre esta convocatoria para contralores territoriales, indica que en sesiones 
extraordinarias se puede realizar la entrevista a ternados, por ende la elección, que es el paso 
subsiguiente y casi concomitante, el cual se puede realizar en la misma sesión del Concejo 
Distrital, concepto que tiene jurídicamente la condición de VINCULANTE, por ende de 
obligatorio cumplimiento  

2. El Consejo de Estado mediante sentencia 68001-23-33-000-2024-00041-02 de octubre 31 
de 2025 se pronunció de manera similar al concepto de función pública en relación con caso 
de elección de Contralor Departamental de Santander, lo cual también es aplicable al Concejo 
Distrital, pues ambas corporaciones cumplen la misma función, variando, en síntesis, 
únicamente el nivel al que pertenecen 

3. El Dr RICARDO MONTERO -Jefe del Área Jurídica en respuesta a acción de tutela de YURI 
ALEJANDRA HURTADO nro  2025-00387 de Juzgado 9 Penal Municipal, indicó que la llamada 
"actuación preventiva"   de la Procuraduría, no eran procedentes y no tenían asidero jurídico 

4. La Mesa Directiva, razón por la cual se solicita, adicionalmente, se dé traslado a los 
demás miembros y sin que eventualmente, se RETARDE O DILATE la entrega del contenido de 
esta petición a estos, el 5 de noviembre, suspendió el proceso, según lo indicado para atender 
las observaciones de la Procuraduría y levantó el 18 del mismo mes dicha suspensión, lo que 
jurídicamente implica que no existían vicios de ilegalidad  

5. Es INDELEGABLE la función de elegir el Contralor Distrital, de allí que no dependa de la 
voluntad o discrecionalidad del Alcalde 

6. Después de transcurrir dos meses adicionales, aparece recientemente el Contralor Distrital 
actual solicitando se nombre Contralor encargado, desconociendo: i) lo dispuesto en la ley 
951 de 2005 -proceso de empalme, ii)  Al parecer, de manera deliberada, premeditada e 
intencional, justo cuando está adportas de terminarse el año y la culminación del periodo del 
Contralor Actual, surge esta solicitud del señor Contralor, DESCONOCIENDO que el Concejo 
Distrital, tiene la obligación legal y constitucional hasta diciembre 31 de 2025 para elegir 
Contralor Distrital para el periodo 2026-2029 

7. Los ternados solicitamos el Procurador General, que apartara del proceso de esta 
convocatoria, al Procurador Segundo Delegado para la Vigilancia de la Función Pública, Dr 
Samuel Benjamín Arrieta y que conforme al numeral 5 artículo 178 ley 136 de 1994, delegará 
lo dispuesto en este numeral, para que actué como MInisterio Publico en protección del 
ordenamiento jurídico y derechos fundamentales de los ternados, solicitud o petición que se 
esperaba fuera resuelta a la mayor brevedad posible y a la fecha no lo ha sido, esperando 
que  tal circunstancia, no sea la razón del porque, el señor Presidente o Mesa Directiva, se 
indique no se puede citar a sesión especial del Concejo Distrital para entrevista y elección  de 
Contralor Distrital hasta tanto tengan una respuesta de lo que los ternados solicitamos que en 
nada afecta la decisión de ustedes 

 



En conclusión y sin más dilaciones, de manera respetuosa solicito 

 

PETICION 

 

1. Citar para el día de mañana o más tardar el 31 de diciembre antes de finalizar el año a los 
miembros del Concejo Distrital a que cumplan su deber constitucional y legal de realizar la 
entrevista y elección de Contralor Distrital, dado que el reglamento interno establece que debe 
realizarse la citación con 12 horas de antelación  

2. Ruego, compartir enviar al suscrito copia de reenvío a los demás miembros de la 
Mesa Directiva, el contenido de esta petición  

 

Se comparte este correo con los demás ternados y el Personero Distrital de Santiago de Cali 

 

 

GUSTAVO BARRIENTOS VELASQUEZ  
Ternado 
  

 



ALCANCE A SOLICITUD DE DERECHO DE PETICION DE HOY Y A LA VEZ DE DICBRE 29 

 

Consultorías Oficiales <consultoriasoficiales@gmail.com> 
 

jue, 22 ene, 
9:56 (hace 7 
días) 

 

para presidencia, andresescobar, mariadelcarmenlondono, juridico, bcc: diegomauriciol, bcc: Amanda 

 
 

 

 

  Doctora  

DANIELA PLAZA SALDARRIAGA 

Presidente Mesa Directiva 

Att: Ricardo Montero -Jefe Oficina Jurídica 

Concejo de Cali 

 

Teniendo en cuenta que las fechas de diciembre 30 y 31 de 2025, ya pasaron, sin embargo la 
petición de diciembre 29 de 2025, JURÍDICAMENTE, sigue teniendo validez, tanto de 
deber constitucional y legal del Concejo Distrital de Cali, como en favor de los ternados, dado 
que no se ha cumplido la entrevista y elección de Contralor, la petición de diciembre 29 de 
2025 citada, se traslada para la fecha  

 

Reitero la solicitud o petición de diciembre 29 de 2025 y agradezco se de pronta respuesta, en 
tanto a la fecha el Concejo Distrital se encuentra en periodo de sesiones extraordinarias, con 
plena competencia de esa corporación para la entrevista y elección, por ser una función 
INDELEGABLE  

 

Copia de esta petición se remite igualmente  los demás integrantes de la terna 

 

 

GUSTAVO BARRIENTOS VELASQUEZ  

Ternado 

 
 



 

 
 
 
 
 
 

100.22.2.413 
 

Santiago de Cali, 26 de enero de 2026 
 
 
Señor 
GUSTAVO BARRIENTOS VELASQUEZ 
Correo electrónico consultoriasoficiales@gmail.com. 
 
Asunto: Respuesta escrito de petición de fecha 29 de diciembre de 2025, y alcance al 
derecho de petición en el cual solicita CITACIÓN A SESIÓN ESPECIAL ENTREVISTA A 
TERNADO Y ELECCIÓN DEL CONTRALOR. 
 
La suscrita Presidente del Concejo Distrital de Santiago de Cali, en atención a los diferentes 
escritos de petición presentado de su parte a través de correos electrónicos de fecha 29 de 
diciembre de 2025, y alcance a derecho de petición de 23 de enero del 2026, en los cuales 
formula el mismo requerimiento, ¨CITACIÓN A SESIÓN ESPECIAL ENTREVISTA A 
TERNADO Y ELECCIÓN DEL CONTRALOR, Citar para el día de mañana o más tardar 
para el 31 de diciembre antes de finalizar el año a los miembros del concejo Distrital a que 
cumplan su deber constitucional y legal de realizar la entrevista y elección de Contralor 
Distrital, dado que el reglamento interno establece que debe realizarse la citación 12 horas 
de antelación¨, y ¨compartir al suscrito copia del reenvió a los demás miembros de la Junta 
Directiva¨: 
 
Sea lo primero precisar que para la fecha de su petición el Concejo Distrital de Santiago de 
Cali estaba en receso, tal y como se desprende la Ley 136 de 1994 en su artículo 23 que 
establece el periodo de sesiones ordinarias, consecuentemente con lo anterior el Alcalde 
es el encargado de realizar la convocatoria a sesiones extraordinarias. 
 
“ARTICULO 23. PERIODO DE SESIONES: Los concejos de los municipios clasificados en 
categorías Especial, Primera y Segunda, sesionarán ordinariamente en la cabecera 
municipal y en el recinto señalado oficialmente para tal efecto, por derecho propio y máximo 
una vez por día, seis meses al año, en sesiones ordinarias así: (…) 
 
PARAGRAFO 2º. Los Alcaldes podrán convocarlos a sesiones extraordinarias en 
oportunidades diferentes, para que se ocupen exclusivamente de los asuntos que se 
sometan a su consideración. (…)” 
 
De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 23 (Parágrafo 2), 35 y 91 (numeral 4) de la Ley 
136 de 1994, y el artículo 9 del Acuerdo N°0550 de 2022 – Reglamento Interno del Concejo, 
corresponde al señor Alcalde del Distrito Especial de Santiago de Cali, ejercer la facultad 
de poder convocar a sesiones extraordinarias al Concejo Distrital de Santiago de Cali, para 
que se ocupen exclusivamente de los asuntos que se sometan a su consideración;  
 



 

 
 
 
 
 
 
 

 
En tal sentido, es claro que al no haberse propuesto por el señor Alcalde del Distrito especial 
de Santiago de Cali, el tema de citación a entrevista y elección de contralor para periodo 
2026- 2029, como asunto a tratar el periodo de sesiones extraordinarias al cual fue 
convocado el Concejo, no puede el suscrito Presidente de la Corporación ordenar citación 
para sesionar sobre dicho asunto, en tanto se debe acoger exclusivamente a los temas 
relacionados en el decreto de convocatoria. 
 
En este sentido, se da respuesta de fondo a su solicitud.  
 
 
Cordialmente, 
 
 

DANIELLA PLAZA SALDARRIAGA 
Presidente 
Concejo Distrital de Santiago de Cali 
presidencia@concejodecali.gov.co 
 
Proyectó Ariel Bastidas Montenegro 
Revisó Ricardo Montero Jefe de Oficina Jurídica 
            Mauricio Canizales Espinosa 
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AMANDA GALLEGO BLANDÓN 
amy3gallego@gmail.com  
Ciudad  
 
Asunto: Constitución en renuncia, artículo 8 Ley 33 de 1997 –  Elección Contralor Distrital 

– citación a sesiones extraordinarias 
 
 
Respetada señora Gallego:  
 
Hemos recibido su comunicación, mediante la cual solicita para los fines del artículo 8 de 
la Ley 393 de 1997 “la certificación inmediata del incumplimiento del ordinal 4º del literal a) del artículo 
91 de la Ley 136 de 1994, al pretermitir su deber de incluir en citación del Concejo de Cali a sesiones 
extraordinarias para que adelante las fases de entrevista, elección y posesión del Contralor Distrital, periodo 
2026-2029, en el marco de la convocatoria publicada dictada para ese propósito”. 
 
Bajo ese entendimiento, la Secretaría de Gobierno, ha procedido a evaluar su petición y 
le informa que la misma se resolverá de manera desfavorable, con base a los siguientes 
argumentos:  
 
Lo primero que debe señalarse es que la elección del contralor es una función atribuida 
al Concejo Distrital por el artículo 272 de la Constitución Política, modificado por el Acto 
Legislativo 4 de 2019, la cual se desarrolla en el marco de lo dispuesto en las Leyes 126 
de 1994, 1716 de 2013, 1904 de 2018, y la Resolución 0728 de 2019 de la Contraloría 
General de la República, la Directiva 10 de 2025 de la Procuraduría General de la Nación 
y el Reglamento del Concejo Distrital, Acuerdo 0550 de 2022.  
 
Para la Administración Distrital no existe duda de la importancia que tiene la elección del 
Contralor Distrital, pero también, de cara a la ciudadanía, que la misma observe los 
presupuestos legales que regulan el proceso. Lo anterior, de conformidad con el numeral 
1º del artículo 315 de la Constitución Política.  
 
Sin embargo, al analizar el contenido del ordinal 4º del literal A del artículo 91 de la Ley 
136 de 1994 no encontramos que el mismo, de manera expresa, estipule como un deber 
del Alcalde la perentoriedad de incluir el asunto relativo a la elección del Contralor Distrital 
en el actual período de sesiones extraordinarias, convocado por el Señor Alcalde 

*202541120200005991* 
Al contestar por favor cite estos datos: 

Radicado No.: 202541120200005991 
Fecha: 24-12-2025 

TRD: 4112.020.13.1.953.000599 
Rad. Padre: 202541120200005991 



 
 

Centro Administrativo Municipal CAM Torre Alcaldía Piso 2  
www.cali.gov.co 

mediante el Decreto 4112.010.20.1026 de 10 de diciembre de 2025.  
 
En tal sentido, la facultad de la que goza el Burgomaestre para citar a sesiones 
extraordinarias al Concejo previstas de manera armónica por el parágrafo segundo del 
artículo 23, 35 de la Ley 136 de 1994 y 9 del Acuerdo Distrital 0550 de 2022 por medio 
del cual se adoptó el Reglamento Interno de la Corporación, le conceden al Jefe de la 
Administración Distrital, en relación con el Concejo, la discrecionalidad para decidir 
cuáles son los asuntos que lo llevan a convocar al Concejo Distrital a sesionar de manera 
extraordinaria.  
 
Ahora bien, en segundo lugar, allende lo antes expuesto, la Administración Distrital, 
analizo la última comunicación de la Procuraduría General de la Nación, que adelanta en 
la actualidad la vigilancia preventiva de la elección del Contralor Distrital, en desarrollo 
de sus funciones como Ministerio Público1. 
 
El ente de control ha advertido presuntas irregularidades de índole legal en relación con 
el proceso, que advierten al Concejo el quebrantamiento del orden jurídico, que de no 
conjurarse o resolverse, pondrían en riesgo jurídico la elección comentada, así como la 
responsabilidad personal de los servidores públicos.  
 
En tal sentido, para mayor ilustración y como fundamento de la resolución negativa de su 
solicitud, adjunto copia del oficio E – 2025-315080 de 9 de diciembre de 2024, mediante 
el cual el ente de control concluye que: “esta Procuraduría Delegada considera pertinente precisar 
que, tras el análisis integral de las respuestas remitidas por la Mesa Directiva, solamente una de las 
observaciones inicialmente formuladas la relacionada con la fase de acceso y exhibición de pruebas ha 
sido plenamente desvirtuada con los documentos allegados. No obstante, las restantes observaciones 
preventivas mantienen vigencia, en tanto las explicaciones presentadas no permiten disipar de manera 
suficiente los riesgos jurídicos advertidos, especialmente aquellos vinculados con competencias 
indelegables, publicidad previa, requisitos no previstos en la normativa aplicable y el alcance de 
determinadas actuaciones administrativas”. 
 
De ahí que, no solo la norma no precisa, que el deber u obligación este en cabeza del 

 
1 La función preventiva invocada por la PGN relaciona los numerales 3 (defender los intereses de la 
sociedad), 5 (velar por el ejercicio diligente y eficiente de las funciones administrativas) y 7 (intervenir en 
los procesos y ante autoridades judiciales o administrativas, cuando sea necesario en defensa del orden 
jurídico, del patrimonio público, o de los derechos y garantías fundamentales) del artículo 277 de la 
Constitución Política y 24 del Decreto Ley 262 de 2000. 
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Señor Alcalde en los términos indicados en su solicitud, por consiguiente la norma no 
puede considerarse incumplida; aunado a lo anterior el pronunciamiento del ente de 
control fuerza al Jefe de la Administración Distrital a abstenerse de tramitar este asunto 
en las sesiones extraordinarias, no habiendo el Concejo Distrital resuelto o dado solución 
a las advertencias hechas por aquél.  
 
En los anteriores términos, la Secretaría de Gobierno del Distrito Especial de Santiago 
de Cali, contestó de manera clara y de fondo a su solicitud; toda vez que, aunque no se 
resolvió de manera favorable su solicitud, la petición se considera atendida y por lo tanto, 
no hay lugar a la eventual vulneración del derecho fundamental de petición.2 
 
 
Agradeciendo su atención, 
 
 
 
 
FERNANDO ANTONIO GRILLO RUBIANO 
Secretario de Despacho 
 
 
Anexo: Oficio PGN E – 2025 - 315080  
 
Proyectó: Lizeth Geraldine Benavides Hernández - Contratista 
Revisó: Paulo Cesar Montes Rodríguez – Contratista 
             Ana Catalina Castro Lozano – Directora Departamento Administrativo de Gestión Jurídica Publica. 
 
 
En atención del desarrollo de nuestros Sistemas de Gestión y Control Integrados le solicito comedidamente diligenciar la encuesta 
de satisfacción de usuario accediendo al siguiente enlace: 
http://www.cali.gov.co/aplicaciones/encuestas_ciudadano/view_encuesta_satisfaccion.php  

 
2 Corte Constitucional "…El derecho de petición, como derecho constitucional de carácter fundamental, es 
objeto de la protección tutelar, cuando la autoridad pública, o, en su caso el particular que presta un servicio 
público, no da pronta y efectiva respuesta a la petición que ante él ha elevado un particular. Lo anterior no 
significa que la respuesta que debe dar el ente peticionado, deba resolverse en favor de los intereses del 
particular. No, la contestación que se dé, puede conllevar una respuesta en uno u otro sentido, pero debe 
darse dentro de un término, ya sea establecidos por la ley, o razonable en el tiempo, de tal manera que 
dicha respuesta resuelva pronta y eficazmente la petición del particular…". 
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Bogotá 

REF. EMPLEOS –Contralores territoriales. Radicado. 20212060756482 de fecha 21 de diciembre de 

2021. 

En atención a la comunicación de la referencia, en el que realiza una serie de inquietudes 

relacionadas con la provisión del empleo de contralor territorial, me permito manifestarle que 

daremos respuesta a cada una de ellas en el mismo orden de la petición, así: 

Con relación a su primera inquietud en la cual pregunta sobre si la entrevista de los ternados, se 

puede hacer el mismo día de la elección del contralor. Si la respuesta es afirmativa, las mismas 

(entrevista y elección) se pueden hacer en una sesión extraordinaria para cumplir el tema de 

oportunidad, frente a lo anterior, me permito manifestarle lo siguiente: 

El Congreso de la República expidió la Ley 1904 del 2018 “Por la Cual se establecen las Reglas de la 

Convocatoria Pública para la elección de Contralor General de la República por el Congreso de la 

República”, que consagra: 

“ARTICULO 11. Las disposiciones contenidas en la presente ley serán aplicables en lo que 

correspondan a la elección de los contralores departamentales, distritales, y municipales, en 

tanto el Congreso de la República expida disposiciones especiales para la materia.” 

(…)”. 

(Subrayado y negrilla fuera del texto). 

En virtud de lo anterior, las disposiciones de la Ley 1904 de 2018, que regulan la Convocatoria 

Pública para la elección de Contralor General de la República por el Congreso de la República, 

conforme a lo dispuesto en su Artículo 11, serán aplicables en lo que correspondan a la elección de 

los contralores departamentales, distritales, y municipales, en tanto el Congreso de la República 

expida las disposiciones especiales sobre la materia. (Debe aclararse que la Ley del Plan Nacional 

de Desarrollo, Ley 1955 de 2019, derogó el parágrafo transitorio del Artículo 12 de la Ley 1904 de 

2018). 

Ahora bien, el 18 de septiembre de 2019, fue promulgado el Acto Legislativo No. 4 de 2019 que, 

respecto a la elección de los contralores territoriales, señala: 

“ARTÍCULO 272. 

(…) 

Los Contralores departamentales, distritales y municipales serán elegidos por las Asambleas 

Departamentales, Concejos Municipales y Distritales, de terna conformada por quienes obtengan 

los mayores puntajes en convocatoria pública conforme a la ley, siguiendo los principios 



de transparencia, publicidad, objetividad, participación ciudadana y equidad de género, para un 

periodo de cuatro años que no podrá coincidir con el periodo del correspondiente gobernador y 

alcalde. 

(…)” 

(Subrayado fuera de texto). 

Adicionalmente, el Artículo 6° del Acto Legislativo 04 de 2019, indica: 

“ARTÍCULO 6°. La Contraloría General de la República desarrollará los términos generales para el 

proceso de convocatoria pública de selección de los contralores departamentales, municipales y 

distritales.” 

(Subrayado fuera del texto) 

De acuerdo con lo expuesto, el Congreso de la República deberá expedir una Ley que reglamente 

la convocatoria pública para elegir contralores territoriales. Pero en su ejecución, se deberán 

atender los términos generales desarrollados por la Contraloría General de la Nación. 

No obstante, como a la fecha el Congreso no ha expedido una Ley que desarrolle de manera 

específica los procesos a seguir en las convocatorias para elegir los contralores, se continuará 

aplicando la Ley 1904 del 27 de junio de 2018 que estableció una solución temporal en su 

Artículo 11. Los procesos para la elección de los contralores deberán seguir ejecutándose, pues, 

como lo afirma la jurisprudencia, “…, impedir que los contralores territoriales sean elegidos a 

tiempo, afectaría otros valores constitucionales como el equilibrio de los poderes públicos, el 

cumplimiento efectivo de los deberes de las entidades territoriales, el control de la gestión fiscal y 

la protección del patrimonio público. 

Así las cosas, a pesar de esa omisión legislativa y en virtud del carácter normativo de la 

Constitución Política, los concejos y las asambleas del país deben cumplir con la definición de una 

“convocatoria” que tenga como fin elegir al contralor del ente territorial respectivo, cumpliendo a 

cabalidad los principios incluidos en los Artículos 126 y 272 constitucionales.” 

Por su parte, el Artículo 6° del Acto Legislativo indica que los términos generales para el proceso 

de convocatoria pública de selección de los contralores departamentales, municipales y distritales, 

deben ser desarrollados por la Contraloría General de la República, sin embargo, dicha facultad no 

implica necesariamente la expedición de una Ley, pues ésta sería la expresión, no de la Contraloría 

General sino del Congreso de la República. Como entidad de control, las decisiones que adopte la 

Contraloría tienen el carácter de actos administrativos. Así, los términos generales para los 

procesos de convocatoria para elegir contralores territoriales, serán determinados mediante un 

acto administrativo, que deberá ser considerado de manera obligatoria para el diseño de los 

procesos de selección. 

Ahora bien, el Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Consejero ponente: Álvaro 

Namén Vargas, Bogotá, que en concepto con Radicación interna No. 2436, emitido el 12 de 

noviembre de 2019 por solicitud del Departamento Administrativo de la Función Pública, señaló: 



“…, la competencia otorgada a la Contraloría General de la República por el Artículo 6 del Acto 

Legislativo 4 de 2019 constituye una facultad reglamentaria de carácter permanente, pero limitada 

a la materia y a la finalidad señaladas en dicha norma: desarrollar los términos 

generales (establecidos previamente por el Legislador) de los procesos de convocatoria pública 

para la elección de los contralores departamentales, municipales y distritales. 

Esta potestad debe ser ejercida dentro de los límites materiales y teleológicos indicados, y de 

forma subordinada a la Constitución Política (especialmente, a los Artículos 126 y 272) y a la ley 

que regule tales convocatorias (actualmente, la Ley 1904 de 2018), mediante la expedición de 

actos administrativos de contenido general. 

Mediante tales actos, y dentro de los límites señalados , la Contraloría podría reglamentar 

aspectos tales como la delimitación , secuencia y duración de las etapas del proceso de selección; 

los puntajes mínimos y máximos que deben tenerse en cuenta para la calificación de las pruebas 

realizadas y su ponderación, privilegiando siempre el criterio del mérito; la forma de efectuar los 

aspirantes su inscripción y los documentos que deben entregar para ello; la posibilidad de 

contratar instituciones de educación superior que ejecuten todo o parte de la convocatoria 

pública, así como los requisitos de dichas entidades y de tales contratos; los medios para hacer 

las publicaciones y notificaciones requeridas , por parte de las corporaciones públicas que lleven a 

cabo el proceso, o de las instituciones de educación superior contratadas; la manera en que deben 

comunicarse los aspirantes o candidatos con los organizadores de la convocatoria; el momento y la 

forma de realizar las entrevistas , y el modo de elaborar la terna , a partir de las calificaciones 

definitivas asignadas a los participantes habilitados y preseleccionados , entre otros 

asuntos. (Destacado fuera del texto) 

Es así como la Contraloría General de la República, en cumplimiento del Artículo 6° del Acto 

Legislativo 04 de 2019, emitió la Resolución 728 del 18 de noviembre de 2019, "Por la cual se 

establecen los términos generales de las convocatorias públicas de selección de contralores 

territoriales", estableciendo los siguientes parámetros: 

“ARTÍCULO 2. REGLAS GENERALES. El interesado a participar en la convocatoria deberá tener en 

cuenta lo siguiente: 

a) Las condiciones y reglas de la convocatoria serán las establecidas en esta resolución y las fijadas 

por la corporación convocante, con sus modificaciones y aclaraciones, las cuales son vinculantes 

para el interesado a partir de la inscripción. 

b) El interesado debe cumplir los requisitos exigidos por la Constitución y la ley para ejercer el 

cargo convocado y para participar en la convocatoria. 

c) La comunicación con los inscritos relacionada con la convocatoria se realizará a través de correo 

electrónico, o el medio que sea dispuesto por la entidad que adelante el proceso público de 

convocatoria. 

d) El interesado en condición de discapacidad debe informarlo en el formulario de inscripción, a fin 

de disponer los apoyos que requiera, y las entidades convocantes deben dar cumplimiento a lo 

dispuesto en la Ley 1996 de 2019 en la materia. 



e) Luego de realizada la inscripción, los datos allí consignados son inmodificables. 

(…) 

“ARTÍCULO 3. CONVOCATORIA. La convocatoria es el aviso público a través del cual la respectiva 

corporación pública territorial invita a todos los ciudadanos a participar en el proceso de elección 

de contralor, la cual debe realizarse mínimo con tres (3) meses de antelación a la sesión de 

elección. 

Parágrafo transitorio. El término dispuesto en este artículo no será obligatorio en las convocatorias 

para la elección de contralores territoriales cuyo periodo inicia en el año 2020. 

ARTÍCULO 4. DIVULGACIÓN. La convocatoria pública se hará con una antelación mínima de diez 

(10) días calendario antes de la fecha de inicio de inscripciones, para lo cual podrán emplearse los 

medios previstos en el artículo 2.2.6.5 del Decreto 1083 de 2015, sumado a la publicación en el sitio 

web de la Asamblea Departamental, Concejo Distrital o Municipal o de la entidad territorial 

correspondiente. 

(…) 

ARTÍCULO 7. PONDERACIÓN DE LAS PRUEBAS. El puntaje obtenido en cada una de las pruebas 

tendrá el siguiente carácter, peso porcentual y calificación: 

CRITERIO CARACTER PONDERACIÓN 
 

Pruebas de Conocimiento* ELIMINATORIA 60% 60/100 

Formación Profesional CLASIFICATORIA 15% N/A 

Experiencia CLASIFICATORIA 15% N/A 

Actividad Docente CLASIFICATORIA 5% N/A 

Producción de obras en el ámbito fiscal CLASIFICATORIA 5% N/A 

Las pruebas de conocimiento deben evaluar la capacidad, idoneidad y aptitud del aspirante frente 

al cargo, a través de pruebas de conocimiento objetivas, elaboradas por un establecimiento de 

educación superior público o privado debidamente acreditado y con enfoque en temáticas que 

giren en torno a Gerencia Pública, control fiscal, organización y funcionamiento de la Contraloría 

General de la República y las relaciones del ente de control y la administración pública, de 

conformidad con el numeral 4 del artículo 6 de la Ley 1904 de 2018. 

(…) 

ARTÍCULO 10. CONFORMACIÓN DE LA TERNA Y PUBLICACIÓN. La corporación pública 

correspondiente conformará la terna con quienes ocupen los tres primeros lugares conforme al 

puntaje final consolidado. La lista de ternados se publicará por el término de cinco (5) días hábiles, 



por orden alfabético, en el sitio web dispuesto para el efecto, advirtiendo que por tratarse de una 

convocatoria pública los puntajes finales no implican orden de clasificación de elegibilidad. 

Dentro del término de publicación de la terna, la ciudadanía podrá realizar observaciones sobre los 

integrantes, que podrán servir de insumo para la valoración que harán los miembros de las 

corporaciones públicas, para lo cual la respectiva corporación deberá disponer lo pertinente. 

Parágrafo. En caso de presentarse alguna circunstancia que conlleve el retiro o la falta absoluta de 

alguno de los integrantes de la terna, deberá completarse con la persona que haya ocupado el 

cuarto lugar en el puntaje final, y así sucesivamente en estricto orden de mérito. 

(…) 

ARTÍCULO 12. ENTREVISTA. El proceso de elección incluirá entrevista a los integrantes de la terna 

ante la plenaria de la corporación pública, la cual no otorgará puntaje y servirá como criterio 

orientador para la elección por parte la corporación pública. 

ARTÍCULO 13. OPORTUNIDAD DEL PROCESO. Las corporaciones públicas deberán adoptar 

cronogramas que garanticen la elección oportuna de los contralores territoriales.” 

ARTÍCULO 14. EFICIENCIA DEL GASTO. Para garantizar la financiación y la eficiencia en el gasto, 

las asambleas departamentales y los concejos municipales podrán asociarse para contratar una 

sola institución de educación superior, pública o privada, con acreditación de alta calidad, para que 

adelante las etapas de la convocatoria correspondiente, en concordancia con el Artículo 5 de la 

Ley 1904 de 2018.” (Destacado nuestro) 

Conforme a lo anterior, la convocatoria para elegir al contralor de los órdenes mencionados, se 

realizará mediante aviso público a través del cual la respetiva corporación territorial invita a todos 

los ciudadanos a participar en el proceso de elección de contralor, la cual debe realizarse mínimo 

con tres (3) meses de antelación al día de la elección. Exceptuando de dicho término a las 

convocatorias para la elección de contralores territoriales cuyo periodo inicia en la vigencia del 

2020. 

Con respecto a la divulgación y conforme al artículo 4 de la Resolución 728 del 18 de noviembre de 

2019, se hará con diez (10) calendario antes a la fecha del inicio de las inscripciones, para lo cual se 

empleará la página web de la Asamblea Departamental, Concejo Distrital o Municipal o de la 

entidad territorial correspondiente, así como también los medios previstos en el 

artículo 2.2.6.5 del Decreto 1083 de 2015. 

Ahora bien, la disposición no establece en qué tipo de sesiones la corporación debe realizar la 

elección del contralor territorial, lo que si advierte es que debe existir una oportunidad del 

proceso en el cual se adopte un cronograma que garantice la oportuna elección del contralor 

territorial, además que la entrevista, etapa dentro del proceso, se deberá realizar ante la plenaria 

de la corporación pública. 

Por lo tanto y para dar respuesta a su primer interrogante, esta Dirección Jurídica considera que la 

corporación al momento de adoptar el cronograma para el proceso de elección del Contralor 

Municipal, deberá garantizar la elección oportuna del mismo, por lo tanto, deberá organizarlo de 



tal manera que el Concejo se encuentre sesionando para garantizar las etapas del proceso que le 

corresponde adelantar. 

El artículo 3 de la Resolución 728 de 2019 señala que la convocatoria para participar en el proceso 

de elección de contralor deberá realizarse mínimo con tres (3) meses de antelación a la sesión de 

elección, por lo tanto la corporación al momento de adoptar el cronograma para el proceso de 

elección del Contralor Municipal, es la única competente para garantizar la elección oportuna del 

mismo, en consecuencia, esta Dirección Jurídica considera que deberá organizar el cronograma de 

tal manera que el Concejo se encuentre sesionando para garantizar el cumplimiento de las 

diferentes etapas del proceso que le corresponde adelantar. 

En consecuencia, la corporación al momento de adoptar el cronograma para el proceso de 

elección del Contralor Municipal, es la única competente para adoptar el cronograma en el cual se 

encuentra la etapa de entrevista y por ende será quien determine si se debe realizar la entrevista 

el mismo día a cada uno de los ternados. 

Frente a su segunda inquietud en la cual pregunta si podría aplicarse el término de 8 días 

señalados por la ley 1904 de 2018 para elegir el contralor territorial. Si la respuesta es afirmativa 

estos 8 días se cuentan después de la entrevista a los ternados o después de la terna, frente a lo 

anterior, me permito manifestarle lo siguiente: 

Ley 1904 de 2018 Por la cual se establecen las reglas de la convocatoria pública previa a la elección 

de Contralor General de la República por el Congreso de la República. 

ARTÍCULO 9. Fecha de la elección. Cumplido el trámite descrito en esta ley, dentro de los ocho (8) 

días calendario siguiente, la Mesa Directiva del Congreso fijará fecha y hora para elegir al 

Contralor General de la República, exclusivamente de la lista previamente conformada. 

De otra parte, la Resolución 728 de 2019 Por la cual se establecen los términos generales de las 

convocatorias públicas de selección de contralores territoriales", dispone: 

ARTÍCULO 13. OPORTUNIDAD DEL PROCESO. Las corporaciones públicas deberán adoptar 

cronogramas que garanticen la elección oportuna de los contralores territoriales. 

Es así como, la ley 1904 de 2018 en su artículo 9, dispuso que cumplido el trámite descrito en esa 

ley, dentro de los ocho (8) días calendario siguientes, la Mesa Directiva del Congreso fijará fecha y 

hora para elegir al Contralor General de la República, es decir que se debe cumplir hasta la etapa 7 

del artículo 6, el cual dispone: 

ARTÍCULO 6. Etapas del Proceso de Selección: 

El proceso para la elección del Contralor General de la República tendrá obligatoriamente las 

siguientes etapas: 

1. La convocatoria. 

2. La inscripción. 

3. Lista de elegidos. 

4. Pruebas. 



5. Criterios de selección. 

6. Entrevista. 

7. La conformación de la lista de seleccionados, y 

8. Elección. 

De acuerdo con la norma descrita, en criterio de esta Dirección Jurídica, los 8 días calendario que 

la norma señala, es después de la entrevista y conformación de seleccionados. Lo anterior, con 

base en que las convocatorias públicas o procesos de selección para proveer el cargo de contralor 

territorial que se encuentren en curso al momento de la publicación de la presente resolución, 

deberán ceñirse a las normas constitucionales contenidas en el Acto Legislativo 04 de 2019, a la 

Ley 1904 de 2018 y a las reglas aquí previstas por la Contraloría General de la República. 

Frente a la inquietud tercera, en la cual pregunta, si podría hacerse la entrevista a los ternados en 

sesión extraordinaria. Si la respuesta es afirmativa cual sería el trámite para la misma, frente a lo 

anterior, me permito manifestarle que como le manifestamos en la primera respuesta, la 

disposición no establece en qué tipo de sesiones la corporación debe realizar la elección del 

contralor territorial, lo que si advierte es que debe existir una oportunidad del proceso en el cual 

se adopte un cronograma que garantice la oportuna elección del contralor territorial, además que 

la entrevista, etapa dentro del proceso, se deberá realizar ante la plenaria de la corporación 

pública. Teniendo en cuenta lo anterior, la entrevista podrá realizarse en sesiones extraordinarias. 

Finalmente sobre el trámite, nos permitimos manifestarle que de acuerdo con lo establecido en el 

Decreto 430 de 2016, este Departamento Administrativo, tiene como objeto el fortalecimiento de 

las capacidades de los servidores públicos y de las entidades y organismos del Estado, su 

organización y funcionamiento, el desarrollo de la democratización de la gestión pública y el 

servicio al ciudadano, mediante la formulación, implementación, seguimiento y evaluación de 

políticas públicas, la adopción de instrumentos técnicos y jurídicos, la asesoría y la capacitación. 

Así mismo la resolución 728 del 18 de noviembre de 2019 en su artículo 15 consagró que el 

Departamento Administrativo de la Función Pública, será la autoridad técnica competente para 

conceptuar sobre la aplicación e interpretación de las normas que rigen los procesos de 

convocatoria para la elección de contralores territoriales, esta competencia es sólo para el proceso 

de la convocatoria. Por lo tanto, no somos competentes para pronunciarnos sobre temas internos 

de las corporaciones públicas. 

Frente a la inquietud cuarta, en la cual pregunta si podría decirse que la ley 1904 de 2018, 

modifica el artículo 4 de la ley 330 de 1996 frente a la elección, ya que ahora la elección no se hace 

en el primer año de sesiones de los diputados o concejales, ya que el acto legislativo 04 de 2019 

modificó el inicio de los periodos para que no coincidan con el de los gobernadores, diputados, 

alcaldes y concejales, frente a lo anterior, me permito manifestarle: 

El Artículo 272 de la C.P. modificado por Acto Legislativo No. 4 de 2019, consagra que los 

Contralores departamentales, distritales y municipales serán elegidos por las Asambleas 

Departamentales, Concejos Municipales y Distritales, de terna conformada por quienes obtengan 

los mayores puntajes en convocatoria pública conforme a la ley, siguiendo los principios de 



transparencia, publicidad, objetividad, participación ciudadana y equidad de género, para un 

periodo de cuatro años que no podrá coincidir con el periodo del correspondiente gobernador y 

alcalde; correspondiendo a la Contraloría General de la República, de acuerdo con lo dispuesto en 

el Artículo 6º de dicho Acto Legislativo, desarrollar los términos generales para el proceso de 

convocatoria pública de elección de los contralores departamentales, municipales y distritales. 

La Ley 1904 de 2018 rige a partir de su promulgación, la cual se efectuó el día 27 de junio de 2018 

y, por lo tanto, sus disposiciones que regulan la Convocatoria Pública para la elección de Contralor 

General de la República por el Congreso de la República, conforme a lo dispuesto en su 

Artículo 11, serán aplicables en lo que correspondan a la elección de los contralores 

departamentales, distritales, y municipales, en tanto el Congreso de la República expida las 

disposiciones especiales sobre la materia. 

Frente a su quinta inquietud en la cual pregunta si el gobernador y/o alcalde podría citar a 

sesiones extraordinarias para entrevista y hacer la elección del contralor en diferentes fechas, 

frente a lo anterior, me permito manifestarle que esta inquietud se le dio respuesta con la 

respuesta número uno de este escrito. 

Frente a su sexta inquietud en la cual pregunta si en caso de que la mesa directiva hubiese 

convocado en el mes de septiembre a la ciudadanía para participar en el proceso de elección de 

contralor, y por circunstancias de trámites administrativos, de observaciones a los ternados, de 

suspensiones o fallos de tutelas, no se pudiera llevar a cabo la elección dentro de sesiones 

ordinarias, se podría entrevistar y elegir al contralor en sesiones extraordinarias para aplicar el 

principio de oportunidad, frente a lo anterior, me permito manifestarle que esta inquietud se le 

dio respuesta con la respuesta número uno de este escrito. 

Frente a su séptima y última inquietud en al cual pregunta si los contralores departamentales 

elegidos, ante quien deben posesionarse, se aplica el artículo 8 de la Ley 330 de 1996 (ley 

posterior) o el artículo 67 de la Ley 42 de 1993, frente a lo anterior, me permito manifestarle que 

la posesión de los contralores departamentales el artículo 8 de la ley 330 de 1996 dispone lo 

siguiente: 

ARTÍCULO 8. POSESIÓN. Los Contralores Departamentales tomarán posesión de su cargo ante la 

Asamblea Departamental. Si ésta no estuviese reunida, lo harán ante un Tribunal de la entidad 

territorial y en el evento de vacancia judicial ante el Gobernador y, en el último caso, ante dos 

testigos. 

De acuerdo con la norma en cita, en criterio de esta Dirección Jurídica, los Contralores 

Departamentales tomarán posesión de su cargo ante la Asamblea Departamental. Si ésta no 

estuviese reunida, lo harán ante un Tribunal de la entidad territorial y en el evento de vacancia 

judicial ante el Gobernador y, en el último caso, ante dos testigos. 

En caso que requiera mayor información sobre las normas de administración de los empleados del 

sector público y demás temas competencia de este Departamento Administrativo puede ingresar a 

la página web de la entidad, en el link “Gestor Normativo”: /eva/es/gestor-normativo, donde 

podrá encontrar todos los conceptos relacionados emitidos por esta Dirección Jurídica. 



El anterior concepto se emite en los términos establecidos en el artículo 28 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

Cordialmente, 

ARMANDO LÓPEZ CORTES 

Director Jurídico 

Proyecto: Luis Fernando Nuñez. 

Revisó. Harold Herreño. 

11602.8.4 
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CONSEJO DE ESTADO 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

SECCIÓN QUINTA 

 

Magistrado Ponente: LUIS ALBERTO ÁLVAREZ PARRA 

 

Bogotá, D. C., treinta y uno (31) de octubre de dos mil veinticuatro (2024) 

 

Referencia: NULIDAD ELECTORAL 

Radicado: 68001-23-33-000-2024-00041-02 

Demandante: MAURICIO MEJÍA ABELLO 

Demandada: REYNALDO MATEUS BELTRÁN - CONTRALOR DE 
SANTANDER - PERÍODO 2022—2025. 
 

Temas:  Expedición irregular y falta de competencia.  

 

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 

 

La Sala resuelve el recurso de apelación interpuesto por el demandado, contra la 

sentencia del 25 de junio de 2024, proferida por el Tribunal Administrativo de 

Santander, que declaró la nulidad de la elección del señor Reynaldo Mateus Beltrán 

como contralor general del Departamento de Santander, período 2022-2025.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1.1 La demanda1 

 

El señor Mauricio Mejía Abello, en ejercicio del medio de control de nulidad electoral, 

consagrado en el artículo 139 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, solicitó que se declarara la nulidad del acto de elección 

del señor Mateus Beltrán como contralor departamental de Santander, para el 

período 2022-2025.  

 

Las pretensiones de la demanda fueron las siguientes:  

 

Declarar la NULIDAD de la elección que se hizo del señor REYNALDO MATEUS 
BELTRÁN, identificado con la Cédula de Ciudadanía número 91.289.178, como 
Contralor General del Departamento de Santander, contenida en el acto 
administrativo identificado como: Acta de Sesión Extraordinaria No. 082 del 
19.12.2023 de la Asamblea Departamental de Santander El acto demandado 

 
1 Anotación 3 del expediente de primera instancia visible en la Sede electrónica para la gestión 
judicial, Samai.  
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comprende, por mandato del artículo 139 del CPACA, los demás actos preparatorios 
emitidos dentro del procedimiento administrativo electoral.   
 
Como consecuencia de la declaratoria de nulidad de la elección, se ordene, rehacer 
el trámite.   

 

1.2 Hechos 

 

Señaló que mediante Resolución 034 del 27 de agosto de 2021 la Asamblea 

Departamental de Santander convocó para elegir al contralor general de esa entidad 

territorial período 2022-2025, estableció los parámetros para proveer el cargo y 

facultó a la Mesa Directiva de la corporación para modificar o complementar 

cualquier aspecto de la convocatoria.  

 

Indicó que el 19 de octubre de 2021 la referida asamblea aprobó la conformación 

de la terna de elegibles al cargo, la cual quedó integrada por los señores Freddy 

Antonio Anaya Martínez, Andrea Lizeth Buitrago Jiménez y Reynaldo Mateus 

Beltrán.  

 

Manifestó que el 30 de noviembre de 2021 dicha corporación eligió la señor Freddy 

Antonio Anaya Martínez como contralor de Santander, período 2022-2025.  

 

Mencionó que esa elección fue demandada en ejercicio del medio de control de 

nulidad electoral, demanda que se tramitó con radicado 

68001233300020210084600 y se resolvió a través de sentencia del 14 de febrero 

de 2023 en el sentido de declarar la nulidad pretendida, decisión que quedó en firme 

sin que se presentaran recursos en su contra.  

 

Adujo que el fundamento de dicha decisión fue la falta de trámite de las 

recusaciones presentadas en contra de algunos de los diputados de Santander que 

participaron en la precitada elección.  

 

Sostuvo que, al haberse determinado la etapa en la que se vició de nulidad el 

proceso de elección, la Mesa Directiva de la Asamblea de Santander expidió la 

Resolución 33 del 23 de marzo de 2023 en la que dispuso retomar el proceso de 

elección, remitir las recusaciones no resueltas a la Procuraduría Regional de ese 

departamento y suspender el trámite hasta que aquellas fueran resueltas.  

 

Afirmó que, a través de Resolución 143 del 21 de noviembre de 2023 se reanudó el 

proceso en cuestión, se convocó a la plenaria de la corporación para informar la 

reconformación de la terna la cual quedó integrada por Freddy Antonio Anaya 

Martínez, Reynaldo Mateus Beltrán y Carmen Teresa Castañeda Villamizar, por 

cuanto la señora Andrea Lizeth Buitrago renunció a su aspiración.  
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Comentó que el 30 de noviembre de 2023 el señor Freddy Antonio Anaya también 

renunció a integrar dicha terna, por lo que en sesión de esa misma fecha el diputado 

Jonathan Alejandro Duarte Rojas propuso autorizar a la mesa directiva para aceptar 

dicha renuncia.  

 

Puso de presente que esa proposición fue aprobada con votación ordinaria o 

«pupitrazo» y no, nominalmente como lo exige el artículo 56 de la Ordenanza 45 del 

24 de octubre de 2022, reglamento interno de la corporación.  

 

Aseveró que ese mismo día, a través de Resolución 146, la Mesa Directiva de la 

Asamblea de Santander, sin tener competencia para ello, aceptó la renuncia 

presentada por el señor Anaya y reconformó la terna con los siguientes integrantes: 

Reynaldo Mateus Beltrán, Carmen Teresa Castañeda Villamizar y Walter Mayger 

Duarte Gómez.  

 

Advirtió que el último período de sesiones ordinarias de la precitada corporación 

pública finalizó ese día: el 30 de noviembre de 2023, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 23 de la Ley 2200 de 2022.  

 

Señaló que el gobernador de Santander, a través de los Decretos 651, 670 y 725 

de 2023, convocó a la asamblea de ese departamento a sesiones extraordinarias 

desde el 6 hasta el 22 de diciembre de ese año con el fin de tratar específicos temas, 

dentro de los cuales no estaba la elección del contralor.  

 

Indicó que el 14 de diciembre de 2023 la Mesa Directiva de la Asamblea de 

Santander profirió la Resolución 152 a través de la cual modificó parcialmente la 

Resolución 143 de ese mismo año en lo que respecta al cronograma del proceso 

de elección en cuestión, en el sentido de establecer que la entrevista del nuevo 

integrante de la terna se llevaría a cabo el 15 de diciembre siguiente a las 5:00 p.m. 

y la elección el día 19 del mismo mes y año.  

 

Destacó que ese acto administrativo no fue suscrito por el segundo vicepresidente 

de la corporación pública.  

 

Cuestionó que, pese a que las sesiones extraordinarias no fueron convocadas para 

elegir al contralor general de Santander, la entrevista del nuevo integrante de la 

terna y la respectiva elección tuvieron lugar en curso de aquellas, específicamente 

en la sesión extraordinaria del 19 de diciembre de 2023.  

 

Puso de presente que en la sesión extraordinaria del 15 de diciembre de ese año, 

cuyo objeto era entrevistar al señor Walther Mayger Duarte Gómez como nuevo 

integrante de la terna, solicitó permiso para retirarse, al considerar que dicha reunión 

era ilegal.  
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Advirtió que desde ese momento informó que la elección del contralor no podía 

tratarse en período de sesiones extraordinarias, pues no fueron convocadas para 

ello; además, que la competente para reformar la terna era la asamblea en pleno y 

no, su mesa directiva; no obstante, dichas manifestaciones no quedaron 

consignadas en el acta, por lo que tuvo que solicitar la adición de esta.  

 

Agregó que en dicho documento se afirmó que el punto no era una decisión tomada 

sino que se estaba sometiendo a deliberación, lo cual no corresponde con la 

realidad.  

 

Mencionó que el hecho de que el acta constituye un simple resumen de lo sucedido 

en las sesiones, razón por la cual hay lugar a acudir a las grabaciones de dichas 

reuniones.  

 

Manifestó que en la misma sesión extraordinaria del 15 de diciembre de 2023 el 

diputado Giovanni Leal solicitó aclarar los argumentos jurídicos de la elección del 

contralor y las razones para incluir dicho trámite en ese tipo de reuniones, pero, 

comentó, que para la fecha de radicación de la demanda, dicho cuestionamiento no 

había sido resuelto.  

 

Adujo que el 18 de diciembre de 2023 el ciudadano Juan Nicolás Gómez Herrera 

recusó a los diputados de Santander por existir conflicto de interés para la elección 

del contralor general; no obstante, dicha recusación no fue tramitada de manera 

previa a elegir al ahora demandado.  

 

Comentó que el 19 de diciembre siguiente manifestó impedimento para el efecto, 

pero no se le permitió expresar las razones que lo fundamentan y además, aquel 

fue decidido con votación ordinaria y no nominal.  

 

1.3 Concepto de la violación 

 

El demandante consideró que en el caso concreto se desconocieron los artículos 

56, 263 y 283 de la Ordenanza 45 del 24 de octubre de 2022, Reglamento Interno 

de la Asamblea de Santander; 3 de la Resolución 034 de 2021 a través de la cual 

se realizó la convocatoria pública para la elección del contralor período 2022-2025; 

6 de la Ley 5 de 1992; 12 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo y 19 y 23 de la Ley 2200 de 2022.  

 

Como fundamento de lo anterior, formuló los siguientes cargos:  

 

1.3.1 Expedición irregular:  

 

Señaló que en el trámite del acto acusado se incurrió en el vicio de expedición 

irregular al haber autorizado a la Mesa Directiva de la Asamblea de Santander para 
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aceptar la renuncia de uno de los miembros que integraban la terna para elegir 

contralor departamental y para reconformarla a través de voto ordinario y no, 

nominal.  

 

Indicó que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 56 de la Ordenanza 45 

del 24 de octubre de 2022, Reglamento Interno de la Asamblea de Santander, por 

regla general, las votaciones que hace la corporación son nominales, salvo las 

señaladas taxativamente en el parágrafo primero de la misma disposición, dentro 

de las cuales no se encuentra la aceptación de renuncias ni la recomposición de 

ternas.  

 

Puso de presente que el acta de la sesión ordinaria del 30 de noviembre de 2023 

no se encuentra publicada en la página web de la entidad; sin embargo, aseguró 

que al haber estado en la reunión puede dar fe de que la votación del asunto se hizo 

de manera irregular.  

 

Agregó que también se incurrió en expedición irregular por haber sido la mesa 

directiva y no, la corporación en pleno, la que conformó la terna definitiva para elegir 

al contralor de Santander, en claro desconocimiento de la convocatoria del proceso 

y la ley. 

 

Manifestó que el artículo 3 de la Resolución 034 de 2021, por medio de la cual se 

efectuó la convocatoria pública dirigida a elegir al contralor general de Santander, 

período 2022 – 2025 estableció que la conformación de la terna se haría en sesión 

plenaria de la asamblea departamental.  

 

Mencionó que dicha disposición no fue objeto de modificación por parte de la 

Resolución 143 de 2023 que ajustó el referido acto administrativo.  

 

Adujo que el artículo 10 de la Resolución 0728 de 2019 a través de la cual la 

Contraloría General de la República estableció los términos generales de las 

convocatorias públicas para la selección de contralores territoriales consagra que 

corresponde a la corporación pública en pleno la función de conformar la terna.  

 

Destacó que, asimismo, el artículo 6 de la Ley 1904 de 2018, por medio de la cual 

se establecieron las reglas de la convocatoria pública para la elección del contralor 

general de la República, aplicable al caso por remisión del parágrafo transitorio del 

artículo 12, dispone que la convocatoria es la norma que rige todo el proceso de 

selección y obliga a la administración.  

 

Aseveró que también se incurrió en expedición irregular por no haberse dado el 

trámite correspondiente a la recusación presentada por el señor Juan Nicolás 

Gómez Herrera en contra de todos los diputados que integran la Asamblea de 

Santander de manera previa a la elección, con lo cual no solo desconoció la ley sino 



 

 

 
Demandante: Mauricio Mejía Abello 

Demandado: Reynaldo Mateus Beltrán – contralor de Santander 
Radicado: 68001-23-33-000-2024-00041-02 

 

 
 

Calle 12 No. 7-65 – Tel: (57) 601350-6700 – Bogotá D.C. – Colombia 
www.consejodeestado.gov.co 

6 

 

lo dispuesto por la Sección Quinta del Consejo de Estado en el expediente 

68001233300020210084601 al resolver la apelación presentada en contra del auto 

que decretó la suspensión provisional de los efectos del acto de elección de Freddy 

Antonio Anaya como contralor del precitado departamento, período 2022 – 2025.  

 

Sostuvo que todos los integrantes de la corporación tenían conocimiento de la 

recusación en cuestión y, pese a ello, no la tramitaron.  

 

1.3.2 Falta de competencia temporal:  

 

Manifestó que la Asamblea de Santander carecía de competencia temporal para 

elegir al contralor departamental en sesiones extraordinarias, toda vez que aquellas, 

no fueron convocadas con ese objeto.  

 

Explicó que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 23 de la Ley 2200 de 

2022 las asambleas departamentales sesionan de manera ordinaria durante 6 

meses al año, divididos en 3 períodos, así: i) el primer año, entre el 1 de enero 

posterior a la elección y el último día de febrero; los años siguientes del 1 de marzo 

al 30 de abril; ii) entre el 1 de junio y el 30 de julio de cada año y iii) entre el 1 de 

octubre y el 30 de noviembre de cada anualidad.  

 

Expuso que la misma norma faculta a sesionar máximo 3 meses al año de manera 

extraordinaria, previa convocatoria del gobernador respecto de los asuntos que 

aquel someta a su consideración, para el ejercicio de la función de control político y 

para temas administrativos de la corporación.   

 

Destacó que el gobernador de Santander, a través de los Decretos 651 y 670 del 6 

de diciembre de 203 convocó a sesiones extraordinarias a la duma departamental, 

las cuales se llevarían a cabo entre el 7 y el 12 de diciembre de ese año, con el fin 

de estudiar y aprobar los siguientes proyectos:  

 

a. Por medio de la cual se adiciona el presupuesto de ingresos y gastos del 
Departamento de Santander vigencia fiscal 2023. 
 

b. Por medio de la cual se autoriza al Gobernador del Departamento de Santander 
a enajenar el bien inmueble con matrícula inmobiliaria 319-187 conocido como 
Hotel Bella Isla, predio de propiedad del departamento de Santander. 

 
c. Por medio de la cual se adicional el presupuesto general de ingresos y gastos 

del departamento de Santander – Instituto Financiero para el Desarrollo de 
Santander – IDESAN, vigencia fiscal 2023.  

 
d. Por medio de la cual se autoriza al gobernador de Santander para comprometer 

vigencias futuras excepcionales vigencia fiscal 2024 y se dictan otras 
disposiciones. 

 
 



 

 

 
Demandante: Mauricio Mejía Abello 

Demandado: Reynaldo Mateus Beltrán – contralor de Santander 
Radicado: 68001-23-33-000-2024-00041-02 

 

 
 

Calle 12 No. 7-65 – Tel: (57) 601350-6700 – Bogotá D.C. – Colombia 
www.consejodeestado.gov.co 

7 

 

e. Por medio de la cual se establece el calendario tributario y estímulos fiscales 
por pronto pago del impuesto sobre vehículos automotores en el departamento 
de Santander durante el periodo gravamen año 2024. 
 

f. Por medio de la cual se adiciona al presupuesto general de ingresos y gastos 
del departamento de Santander – Secretaría de Salud vigencia fiscal 2023. 

 
g. Por medio de la cual se adopta la política pública de protección y bienestar 

animal del departamento de Santander y se dictan otras disposiciones. 
 

h. Por medio de la cual se fija la escala de remuneración de las distintas categorías 
de empleos de la administración departamental y se dictan otras disposiciones. 

 
i. Por medio de la cual se autoriza al gobernador de Santander para comprometer 

vigencias futuras ordinarias, vigencia fiscal 2024 y se deja sin efecto la 
ordenanza 007 del 2023 y se dicta otras disposiciones. 

 

Comentó que dichas sesiones fueron extendidas hasta el 22 de diciembre a través 

del Decreto 725 de ese mismo año.  

 

Adujo que, de lo anterior, se evidencia que la elección de contralor departamental 

de Santander no fue un asunto convocado por el gobernador de esa entidad 

territorial para sesiones extraordinarias y la corporación, consciente de ello, -porque 

él mismo lo puso de presente- decidió proceder a la elección.  

 

Señaló que la justificación del asesor jurídico de la corporación, la elección del 

contralor departamental es una función legal propia de las asambleas, que 

constituye función administrativa, por lo que está en la tercera hipótesis del artículo 

23 de la Ley 2200 de 2022. 

 

Indicó que, contrario a lo afirmado por dicho asesor, la función de elección de 

contralor departamental, pese a estar en el artículo 19 de la Ley 2200 de 2022 y en 

el artículo 272 de la Constitución Política no constituye función administrativa de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley 5 de 1992, aplicable por 

remisión de los artículos 3 y 283 del Reglamento Interno de la Asamblea de 

Santander.  

 

Afirmó que dicha norma distingue la función administrativa de la electoral de las 

corporaciones públicas con lo cual queda desvirtuado el argumento del referido 

asesor jurídico.  

 

Concluyó que la duma departamental eligió al demandado, sin tener competencia 

temporal el efecto, a solo 12 días de comenzar el período ordinario de 2024.  

 

Solicitó, además, que se decretara la medida cautelar de suspensión provisional de 

los efectos del acto acusado.  
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1.4 Contestación de la demanda  

 

Por conducto de apoderado judicial, el señor Reynaldo Mateus Beltrán contestó la 

demanda en los siguientes términos:  

 

Manifestó su oposición a la totalidad de las pretensiones de la demanda por cuanto, 

en su criterio, carecen de fundamentos de hecho y de derecho.  

 

Aclaró que para el 19 de diciembre de 2023, fecha en que se realizó la elección 

cuestionada, la Asamblea de Santander no conocía de la recusación a la que alude 

el actor, toda vez que aquella fue radicada ante el departamento y no en los correos 

electrónicos de la corporación pública.  

 

Adujo que la prueba allegada por el demandante no cumple con el requerimiento 

consagrado en el numeral 1 del artículo 62 de la Ley 1437 de 2011, esto es el 

mensaje de datos emitido por la autoridad para acusar recibo de una comunicación, 

así como tampoco hay evidencia de ninguna otra constancia de recibido por parte 

de esa corporación.  

 

Negó que hubiese habido alguna irregularidad en la votación de elección, 

simplemente aquella se adelantó en forma secreta, conforme los estatutos de la 

asamblea.  

 

Afirmó que al haber sido secreta la votación, la recusación no tenía vocación de 

prosperidad de conformidad con lo dispuesto en el artículo 56 de la Ley 2200 de 

2022.  

 

Invocó como excepciones de mérito las siguientes:  

 

Inexistencia de conflicto de interés e improcedencia de la recusación formulada 

contra los diputados de Santander. 

 

Explicó que el fundamento de la recusación a la que se hace alusión en la demanda 

es que los diputados debieron declararse impedidos porque existe un auto de 

apertura de investigación fiscal emitido por la Contraloría General de Santander que 

les fue notificado el 15 de diciembre de 2023.  

 

Sostuvo que el reproche contra los diputados se funda en un escenario meramente 

hipotético, según el cual, al elegirlo conseguirían un beneficio particular en aquel 

procedimiento administrativo en el que se había abierto investigación fiscal.  

 

Precisó que la actuación que se les comunicó a los miembros de la duma 

departamental fue el comienzo de una investigación fiscal, la cual no puede 

equipararse con la notificación personal de un auto de apertura de imputación en 
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los términos del artículo 50 de la Ley 610 de 2000.  

 

Destacó que el solicitante no explicó cuál es el beneficio particular que podrían 

obtener los diputados de Santander al realizar la elección del contralor 

departamental.  

 

Señaló que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 56 de la Ley 2200 de 

2022 no hay conflicto de interés cuando el diputado participa en la elección de otros 

servidores públicos mediante voto secreto y, en este caso, la votación para la 

elección cuestionada fue secreta en los términos de la Resolución 045 de 2022.  

 

Elegir al contralor departamental es un tema administrativo propio de la Asamblea 

Departamental de Santander y, por ende, puede realizarse dentro de la sesiones 

extraordinarias sin que debe mediar iniciativa del gobernador 

 

Indicó que, aunque el gobernador de Santander tiene la potestad legal para 

convocar a la asamblea a sesiones extraordinarias, no es cierto que sea el único 

supuesto que contempló el legislador para que la corporación colegiada pueda 

sesionar extraordinariamente.  

 

Expuso que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 53 de la Ley 2200 de 

2022 la asambleas pueden sesionar durante 3 meses al año en forma 

extraordinaria, previa convocatoria del gobernador y, en el curso de ellas solo podrá 

ocuparse de los asuntos que el mandatorio someta a su consideración, sin perjuicio 

de la función de control político que le es propia, así como los temas administrativos 

de la corporación.  

 

Afirmó que la elección del contralor departamental es una función administrativa de 

la duma departamental consagrada en el numeral 9 del artículo 19 de la Ley 2200 

de 2022.  

 

Destacó que la norma no condiciona la elección del contralor territorial a que esta 

se realice dentro del período de sesiones ordinarias.  

 

Sostuvo que, dada la naturaleza de las funciones del contralor, es de suma 

relevancia elegirlo de forma oportuna y eficaz.  

 

Manifestó que, así como el Congreso de la República no necesita de la iniciativa del 

presidente para ejecutar las funciones que le son inherentes, las asambleas 

tampoco requieren la iniciativa del gobernador para ejecutar sus potestades legales.  

 

Mencionó que la Resolución 0728 de 2019 de la Contraloría General de la República 

en su artículo 13 establece la oportunidad para realizar el proceso de selección e 

indica que las corporaciones públicas deberán adoptar cronogramas que garanticen 
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la elección oportuna de los contralores territoriales, sin someter dicha gestión a 

sesiones ordinarias o extraordinarias.  

 

Comentó que, según el Concepto 062801 de 2022 del Departamento Administrativo 

de la Función Pública, impedir que los contralores territoriales sean elegidos a 

tiempo, afecta intereses constitucionales y reiteró que la ley no establece que la 

elección de estos funcionarios deba hacerse en sesiones ordinarias.  

 

Aseveró que, conforme a la normativa que rige la elección de este funcionario, dicha 

actuación constituye un desarrollo de la facultad emanada del artículo 272 de la 

Constitución Política.  

 

Enfatizó en que la disposición no limita pro tempore las facultades territoriales del 

contralor, por lo que es lógico interpretar que tampoco existe limitación temporal 

para las asambleas departamentales en cuanto a su elección.  

 

Recordó que la elección demandada obedeció a una situación extraordinaria, cual 

fue la declaratoria de la nulidad de la elección del contralor anterior.  

 

El hecho de haber sido la mesa directiva de la asamblea y no, la corporación en 

pleno quien conformó la terna definitiva para elegir contralor de Santander.  

 

Afirmó que, la conformación de la terna fue uno de los temas que autorizó la plenaria 

a la mesa directiva en la sesión del 30 de noviembre de 2023. Agregó que este tipo 

de autorizaciones han sido avaladas por el Consejo de Estado en casos similares2.  

 

Agregó que el cargo de expedición irregular no prospera únicamente porque haya 

habido una violación del procedimiento establecido en la norma y el adelantado, 

sino que, además, debe tenerse en cuenta la incidencia de la irregularidad en el 

resultado.  

 

El recusante radicó su solicitud de conflicto de interés en el sistema FOREST y no, 

directamente en alguno de los correos electrónicos dispuestos por la Asamblea de 

Santander para el efecto. 

 

Destacó que la prueba de la radicación de la recusación a la que alude el 

demandante que fue aportada, corresponde a la constancia del sistema FOREST, 

que es general para el departamento y no, para la duma departamental.  

 

Adujo que en la página web de la Asamblea de Santander se encuentran publicados 

los correos oficiales para la radicación de memoriales y, pese a ello, el recusante 

 
2 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta. Expediente 76001-23-
33-000-2022-00050-01. Providencia del 3 de noviembre de 2022.  
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no utilizó dichos medios oficiales para la presentación de su escrito, razón por la 

cual, el 19 de diciembre de 2023, según hizo constar el secretario de la corporación, 

no había sido radicado ningún escrito que impidiera llevar a cabo la elección.  

 

No existió vicio por haber aceptado la renuncia de un candidato y conformado una 

nueva terna.  

 

Precisó que, aunque la autorización para aceptar la renuncia de uno de los 

miembros que conformaban la terna y reconformar la misma se dio a través de 

votación ordinaria, aquella se encuentra autorizada por el mismo reglamento interno 

de la Asamblea de Santander en el parágrafo primero, del numeral 14 del artículo 

56, según el cual los asuntos de mero trámite pueden votarse de esa manera.  

 

Señaló que la renuncia a una aspiración para ocupar cualquier cargo público es una 

situación normal y corriente dentro de los procesos de selección adelantados por 

las entidades públicas.  

 

Aseguró que la duma departamental no solo es competente para resolver sobre la 

renuncia presentada por un ternado, sino que es su obligación tramitarla y, de 

aceptarla, debe reconformar la lista de elegibles.  

 

Indicó que, de conformidad con lo dispuesto en el parágrafo del artículo 10 de la 

Resolución 0728 de 2019 de la Contraloría General de la República, en caso de 

presentarse alguna circunstancia que conlleve al retiro de alguno de los integrantes 

de la terna, deberá completarse con la persona que haya ocupado el cuarto lugar 

en el puntaje final y así sucesivamente.  

 

Adujo que la renuncia de un ternado no afecta la elección de un contralor, máxime 

si se tiene en cuenta que, en este caso, se actuó conforme la normativa que rige la 

materia.  

 

El obrar de la Asamblea de Santander estuvo orientado a privilegiar el mérito como 

mecanismo de acceso al empleo público.  

 

Explicó que con la decisión de declarar la nulidad de la elección del anterior 

contralor, conservó validez la resolución a través de la cual se convocó el concurso 

de méritos para proveer el cargo de contralor de Santander y los demás actos que 

no invalidó el tribunal de ese departamento.  

 

Sostuvo que lo único que hizo la duma departamental fue cumplir una orden judicial 

y seguir los lineamientos fijados por la Contraloría General de la República en la 

Resolución 0728 de 2019.  
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1.5 Actuaciones relevantes de primera instancia  

 

La demanda fue admitida a través de auto del 8 de febrero de 2024, providencia en 

que se ordenó notificar al demandado, a la Asamblea Departamental de Santander3 

y al Ministerio Público. Además, en dicha providencia se negó el decreto de la 

medida cautelar de suspensión provisional solicitada.  

 

La audiencia inicial tuvo lugar el 8 de abril de 2024, en ella se fijó el litigio en los 
siguientes términos:  
 

¿Hay lugar a declarar la nulidad del acto administrativo integrado en el Acta No. 083 
del día diecinueve (19) de diciembre de dos mil veintitrés (2023), mediante la cual la 
Asamblea Departamental de Santander declaró la elección del señor Reynaldo 
Mateus Beltrán como Contralor General de Santander?  
 
Para solucionar el problema jurídico, la Sala deberá establecer:  
 
1. Si se encuentran configuradas irregularidades de tipo sustancial en la 
formación del acto de elección del señor Reynaldo Mateus Beltrán como Contralor 
General de Santander; lo que exige de la Sala, conforme a los precisos argumentos 
que propone la parte demandante, determinar si: (i) La aceptación de la renuncia 
de uno de los integrantes de la terna para la elección del Contralor General de 
Santander y, su posterior conformación con el siguiente de la lista de elegibles, 
exigía una votación nominal y no ordinaria, como lo dispone el artículo 56 de la 
Ordenanza No. 45 del 24 de octubre de 2022 “Por medio de la cual se establece el 
reglamento interno de la Asamblea Departamental de Santander” y, por cuanto la 
mesa directiva no tenía competencia para reconformar la lista siendo ello una 
atribución de la Asamblea Departamental en pleno, conforme al artículo 3 numeral 
de la Resolución No. 034 de 2021 modificada por la Resolución No. 143 de 2023. 
(ii) Irregularidades en la decisión de impedimentos y recusaciones que, conforme lo 
afirma la parte demandante, se presentaron en contra de los todos los miembros 
de la Asamblea Departamental de Santander que participó en la elección del 
Contralor General de Santander.  
 
2. Si se estructuró una falta de competencia temporal en la Asamblea 
Departamental de Santander al realizar la elección del señor Reynaldo Mateus 
Beltrán, en sesiones extraordinarias sin que estas fueran convocadas por el 
Gobernador de Santander para tal fin, o si, como lo argumenta la parte demandada, 
al tratarse la elección del Contralor General de Santander en un asunto 
administrativo propio de la Asamblea Departamental, no era condición necesaria 
que la designación se realizará en sesiones extraordinarias aun sin convocatoria 
previa por parte del Gobernador de Santander. (Destacado original).  

 

Además, se decretaron las pruebas solicitadas por las partes y se fijó como fecha 

para la realización de la audiencia para su práctica el 23 de abril de 2024.  

 

1.6 La sentencia apelada 

 

El Tribunal Administrativo de Santander a través de sentencia del 25 de junio de 

 
3 Entidad que no contestó la demanda.  
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2024 declaró la nulidad de la elección del señor Reynaldo Mateus Beltrán como 

contralor de Santander, período 2022-2025, con base en los siguientes argumentos: 

 

Explicó que respecto de las modalidades de votación, la Ordenanza Departamental 

045 del 24 de octubre de 2022 «por medio de la cual se establece el reglamento 

interno de la Asamblea Departamental de Santander», en el artículo 56 dispuso que 

la votación será ordinaria, nominal y secreta.  

 

Precisó que la modalidad de votación ordinaria, es aquella que «se efectúa 

realizando los diputados, con las manos, un golpe sobre el pupitre» y procede, entre 

otros, para los «asuntos de mero trámite, entendidos como aquellos que, haciendo 

o no parte de la creación de actos administrativos, no corresponden al debate y 

votación de los textos de los proyectos de ordenanzas y los no prescritos que 

puedan considerarse de similar naturaleza»; en tanto en la votación nominal, el 

«diputado expresa verbalmente su intención de voto de manera pública», siendo 

esta la regla general; y, finalmente, la votación secreta «no permite identificar la 

forma como vota el diputado», por lo que se acude a ella por expreso mandato legal. 

 

Adujo que la Resolución 034 del 27 de agosto de 2021, por la cual se efectuó la 

«convocatoria pública dirigida a la elección del contralor general de Santander 

período 2022-2025», no consagró una modalidad de votación específica para la 

conformación de la terna. 

 

Sostuvo que, en consecuencia, la modalidad de votación en el específico evento de 

la aceptación de renuncia de un ternado en la elección del cargo de contralor de 

Santander y la posterior reconformación de la terna con el siguiente de la lista 

elaborada en estricto orden de méritos, no es un asunto que requiera de la votación 

nominal.  

 

Aclaró que, en consecuencia, la modalidad de votación ordinaria para la aceptación 

de la renuncia de un ternado no es determinante en la validez del acto de elección 

bajo estudio.  

 

Frente al hecho de que fue la mesa directiva y no la corporación en pleno la que 

realizó la reconformación de la terna, expuso que la Resolución 034 del 27 de agosto 

de 2021, en su artículo 3 numeral 21, radicó la competencia en la plenaria de la 

asamblea y no, en su mesa directiva; sin embargo, a través de la proposición 74 del 

30 de noviembre de 2023 se autorizó a dicho órgano para el efecto.  

 

Señaló que este tipo de autorizaciones ya han sido avaladas por la Sala Electoral 

del Consejo de Estado4, por lo que es claro que la Asamblea de Santander podía 

 
4 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta. Expediente 76001-23-
33-000-2022-00050-01. Providencia del 3 de noviembre de 2022. 
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facultar a su mesa directiva para adelantar el trámite administrativo de 

reconformación de la terna y así, facilitar el ejercicio eleccionario propiamente dicho 

a cargo del pleno de la corporación.  

 

Indicó que, aunque se demostró que se presentó una recusación en contra de los 

miembros de la duma departamental, con fecha de recibido 18 de diciembre de 2023 

por parte de la Gobernación de Santander a través del aplicativo FOREST, no se 

acreditó que dicho documento hubiese llegado a la asamblea de ese departamento 

para el 19 de diciembre de ese mismo año, fecha en la cual se llevó a cabo la 

elección demandada.  

 

Manifestó que, por lo tanto, no se probó que la corporación tuviera conocimiento de 

dicha recusación para el momento en que eligió al demandado, razón por la cual no 

puede afirmarse que se presentó un vicio en la formación del acto derivado de la 

falta de trámite de aquella.  

 

Mencionó que, en todo caso, la causal aducida como fundamento de la recusación 

que presentó el señor Juan Nicolás Gómez Herrera fue analizada por el pleno del 

Tribunal Administrativo de Santander en sentencia del 3 de abril de 2024, proferida 

dentro del expediente de pérdida de investidura con radicado 68001-23-33-000-

2024-00087-00, sin encontrar que se hubiera configurado vicio alguno.  

 

Expuso que, de acuerdo con lo establecido en el numeral 9 del artículo 19 de la Ley 

2200 de 2022, la función electoral de los contralores departamentales se debe 

desarrollar a través de convocatoria pública durante el último período de sesiones 

ordinarias que antecede al inicio del período del nuevo contralor.  

 

Explicó que, según el artículo 23 de la misma ley, las asambleas departamentales 

pueden sesionar durante 3 meses al año en forma extraordinaria, previa 

convocatoria del gobernador y, en dichas sesiones, solo podrá ocuparse de los 

asuntos que aquel someta a su consideración, sin perjuicio de la función de control 

político que le es propia, así como de los temas administrativos de la corporación.  

 

Adujo que la función de elegir al contralor departamental es propia de la asamblea 

y corresponde a una manifestación de las prerrogativas o poder de instrucción 

propias de la función administrativa de la duma en los términos del artículo 209 de 

la Constitución Política.  

 

Sin embargo, aclaró que los temas administrativos propios de la corporación 

comprenden funciones y actividades operativas que tienen tan solo un impacto 

directo en la propia organización de la asamblea o que solo le interesan a aquella 

y, por lo mismo, no demanda el ejercicio de un poder de instrucción que conlleve 

efectos jurídicos que impacten en la generalidad del departamento, como sí sucede 

cuando aprueba proyectos de ordenanza o ejerce la función electoral en el 
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nombramiento del contralor departamental.  

 

Precisó que la elección del contralor de Santander requiere de un poder de 

instrucción en su ejercicio que corresponde al desarrollo de función administrativa, 

la cual difiere de un simple tema administrativo que solo afecte o incumba a la duma 

departamental.  

 

Adujo que no se puede confundir la manifestación del poder público que implica la 

función de elección del contralor departamental, con la capacidad que tiene la 

asamblea de ocuparse de su propia organización frente a cuestiones internas y 

operativas que son necesarias para su funcionamiento adecuado, la cual se 

manifiesta esencialmente de la autonomía administrativa y, no comprende el 

ejercicio de una autoridad o de potestades públicas. 

 

Afirmó que el desarrollo de cada una de las fases del concurso de méritos y la 

elección misma del contralor del departamento que se ve reflejada en un acto 

administrativo, al no ser un simple tema administrativo, sino a una función 

constitucional y legalmente atribuida que impone la deliberación democrática, debía 

ser ejercida dentro del período de las sesiones ordinarias y, en caso de no 

encontrarse en ellas, por expreso mandato legal podrán hacerlo en sesiones 

extraordinarias con el propósito de agotar el respectivo trámite, siempre y cuando 

hubiese mediado convocatoria previa para tal fin por el gobernador.  

 

Destacó que, como el punto no fue convocado por el mandatario departamental, en 

los términos del artículo 25 de la Ley 2200 de 2022, la sesión y la decisión carecen 

de validez.  

 

Sostuvo que, por lo tanto, como la elección del demandado como contralor de 

Santander se realizó el 19 de diciembre de 2023, es decir, fuera del período 

ordinario de sesiones de la asamblea de ese departamento y no existió convocatoria 

previa del gobernador para el efecto, lo que conlleva a la configuración del vicio de 

falta de competencia temporal del órgano elector y, por lo tanto, a declarar la nulidad 

de dicho acto.  

 

Comentó que la Sala Electoral del Consejo de Estado5 se ha pronunciado en similar 

sentido al analizar casos como el que ahora se estudia y ha concluido que se en 

estos eventos sí se requiere convocatoria expresa del punto para que pueda ser 

abordado en sesiones extraordinarias.  

 

Agregó que, en atención a la naturaleza de la irregularidad comprobada en este 

proceso, hay lugar a ordenar que el trámite eleccionario se retomado desde la 

 
5 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta. Expediente 15001-23-
33-000-2022-00600-02. Providencia del 22 de junio de 2023. 
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citación a los diputados para la práctica de la prueba de las entrevistas a los 

aspirantes ternados a través de la Resolución 146 del 30 de noviembre de 2023, 

toda vez que todas las actuaciones surtidas con posterioridad vieron comprometida 

su validez.  

 

Aclaró que si para el momento de dar cumplimiento a esta providencia la Asamblea 

de Santander ya ha finalizado su período de sesiones ordinarias en los términos del 

artículo 23 de la Ley 2200 de 2022, deberá solicitar al gobernador que convoque el 

punto para sesiones extraordinarias.  

 

1.7 Los recursos de apelación 

 

1.7.1 Demandado:  

 

Inconforme con esta decisión, el demandado interpuso recurso de apelación a 

través de apoderada judicial, con fundamento en los siguientes argumentos:  

 

Reiteró que, en su criterio la elección del contralor de Santander es un asunto 

administrativo propio de la asamblea de ese departamento, por lo que no era 

necesario que el gobernador convocara ese punto para sesiones extraordinarias en 

los términos del artículo 23 de la Ley 2200 de 2022.  

 

Explicó que existen 3 hipótesis de viabilidad respecto de los temas que legalmente 

pueden tratar las asambleas departamentales en sesiones extraordinarias; uno de 

ellos, es el referente a temas administrativos propios de la corporación, dentro del 

cual se encuentra el de la elección del contralor territorial.  

 

Señaló que el artículo 19 de la Ley 2200 de 2022 no condiciona la elección de dicho 

funcionario a sesiones ordinarias ni a que el gobernador convoque el punto para 

sesiones extraordinarias.  

 

Indicó que, al haber finalizado el periodo de sesiones ordinarias, la elección del 

contralor se haría imposible, en tanto no existe forma de retrotraer el tiempo para 

lograr realizarla en fechas pasadas, máxime si se tiene en cuenta que en el caso 

concreto existe una decisión de nulidad electoral de la primera elección.  

 

Adujo que someter la elección a la convocatoria del gobernador sería desconocer 

que es una función propia de la duma departamental y dejar su cumplimiento a la 

voluntad del mandatario. Agregó que así como el Congreso de la República no 

necesita la iniciativa del presidente para ejercer las funciones que le son inherentes, 

las asambleas tampoco requieren de la convocatoria del gobernador.  

 

Recordó que, de conformidad con lo dispuesto en la Resolución 0728 de 2019 de la 

Contraloría General de la República, la asamblea tenía la obligación de adelantar el 
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proceso de elección y culminarlo, sin justificarse en la ausencia de algún trámite 

administrativo que pudiera demorar la designación de un funcionario que encabeza 

una entidad que debe estar en permanente funcionamiento.  

 

Destacó que la falta de elección del contralor departamental podría acarrear graves 

consecuencias fiscales en el departamento, además, sería privilegiar lo formal sobre 

lo sustancial, máxime si se tiene en cuenta que la ausencia de convocatoria del 

gobernador no tiene ninguna incidencia en el resultado electoral.  

 

Reiteró que ni la Constitución Política, ni la ley, ni las resoluciones que regulan la 

elección de los contralores departamentales limitan dicha gestión a períodos de 

sesiones ordinarias de las asambleas.  

 

Puso de presente que la elección del demandado en período extraordinario, deviene 

de otro suceso de dicha naturaleza: la declaratoria de la nulidad de la elección del 

primer contralor designado para el período 2022 – 2025 en Santander.  

 

Aseveró que la actuación de la asamblea se encuentra ajustada a derecho y, en 

todo caso, cualquier duda sobre el particular debe ser resuelta a favor del 

demandado.  

 

Afirmó que la sentencia de la Sección Quinta del Consejo de Estado del 22 de junio 

de 2023 dentro del expediente 15001233300020220030002 en que se basó el a 

quo no sirve de precedente en este caso por cuanto en este evento sí existe una 

norma que permite a las asambleas sesionar en forma extraordinaria.  

 

Insistió en que no existe identidad fáctica, de normas ni en la ratio decidendi entre 

la situación resuelta dicha providencia y el caso bajo estudio.  

 

Recordó que aunque los concejos y las asambleas sean corporaciones públicas se 

rigen por disposiciones diferentes y para el punto en controversia, el parágrafo 2 del 

artículo 23 de la Ley 136 de 1994 condiciona directamente la viabilidad de que los 

concejos sesionen en forma extraordinaria únicamente a la iniciativa del 

burgomaestre municipal; mientras que en el caso de las asambleas la Ley 2200 de 

2022 permite que las dumas aborden ciertos aspectos extraordinariamente sin que 

sea necesaria la convocatoria del gobernador.  

 

Planteó que el tribunal de primera instancia incurrió en un exceso ritual manifiesto, 

tal como se puede deducir del salvamento de voto presentada por una de las 

integrantes de la sala de decisión.  

 

Manifestó que, si en gracia de discusión se aceptara la existencia de una 

irregularidad, aquella no tendría incidencia en el resultado.  
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Reiteró los demás argumentos esbozados en el trámite de la primera instancia.  

 

1.7.2 Asamblea Departamental de Santander:  

 

La corporación pública interpuso recurso de apelación contra la sentencia de 

primera instancia, pero aquel fue rechazado por extemporáneo a través de auto del 

6 de agosto de 2024.  

 

1.8 Actuaciones de segunda instancia 

 

Mediante auto del 29 de julio de 20246 se ordenó la devolución del expediente al 

tribunal de primera instancia, por cuanto se encontró que no se había pronunciado 

sobre la totalidad de recursos interpuestos en contra de la sentencia del 25de junio 

de 2024.   

 

Una vez cumplida la orden anterior, a través de proveído del 21 de agosto de 20247 

se admitió el recurso de apelación interpuesto por el demandado en contra de la 

sentencia de primera instancia.  

 

1.9 Alegatos de conclusión 

 

1.9.1 Demandante8: 

 

Reiteró íntegramente los fundamentos fácticos y argumentos jurídicos esgrimidos 

en el trámite de primera instancia.  

 

1.9.2 Demandado9:  

 

Por conducto de apoderada, reiteró los argumentos esgrimidos en el escrito de 

apelación.  

 

Agregó que la Sección Primera del Consejo de Estado en sede de pérdida de 

investidura10 confirmó la decisión adoptada el 3 de abril de 2024 por el Tribunal 

Administrativo de Santander y precisó que no había conflicto de intereses por parte 

de los diputados de ese departamento al elegir al contralor territorial pese a que 

había una actuación fiscal en su contra. Lo anterior, por cuanto no habían sido 

notificados del auto de apertura de aquella para el momento de la elección.  

 

 
6 Anotación 24 del expediente visible en la Sede electrónica para la gestión judicial, Samai.  
7 Anotación 13 del expediente visible en la Sede electrónica para la gestión judicial, Samai. 
8 Anotación 14 del expediente visible en la Sede electrónica para la gestión judicial, Samai. 
9 Anotaciones 16 y 19 del expediente visible en la Sede electrónica para la gestión judicial, Samai. 
10 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Primera. Providencia del 11 
de julio de 2024. Expediente 68001233300020240008701. M.P. Nubia Margoth Peña Garzón.  
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1.9.3 Asamblea Departamental de Santander11  

 

Por conducto de apoderado judicial, expuso el marco normativo que regula la 

elección de los contralores departamentales a cargo de las asambleas.  

 

Explicó que la corporación actuó conforme y no en contra del artículo 23 de la Ley 

2200 de 2022, toda vez que la elección del contralor de ese departamento es una 

asunto propio de la duma. 

 

Adujo que lo único que hizo fue cumplir la decisión judicial que declaró la nulidad de 

la elección del primer contralor designado para el período 2022 – 2025 en ese 

departamento, por lo tanto, no fue necesario llevar a cabo una nueva convocatoria 

sino seguir con la que ya se había efectuado y, simplemente culminar las etapas 

que el tribunal ordenó rehacer.  

 

Manifestó que al ser una corporación autónoma e independiente en los términos del 

artículo 299 de la Constitución Política, no tiene por qué esperar a que el gobernador 

«autorice» el cumplimiento de sus funciones constitucionales y legales.   

 

Afirmó que actuó de buena fe, bajo el convencimiento de que el trámite adelantado 

hacía parte de los asuntos administrativos que podía decidir en sesiones 

extraordinarias.  

 

1.10 Concepto del Ministerio Público 

 

La procuradora séptima delegada ante esta corporación solicitó revocar la sentencia 

de primera instancia y, en su lugar, negar las pretensiones de la demanda.  

 

Recordó que la elección cuestionada estuvo rodeada de varias situaciones 

extraordinarias, toda vez que la designación del señor Fredy Antonio Anaya 

Martínez como primer contralor de Santander para el período 2022 – 2025 fue 

declarada nula por el Tribunal Administrativo de ese departamento a través de 

sentencia del 14 de febrero de 2023 dentro del proceso con radicado 

68001233300020210084600.  

 

Sostuvo que en cumplimiento de dicha orden judicial, la duma departamental 

reanudó el proceso eleccionario a través de Resolución 143 del 21 de noviembre de 

2023.  

 

Precisó que para diciembre de 2023, no era posible que la asamblea eligiera al 

contralor de Santander «en el último período de sesiones ordinarias que antecede 

 
11 Anotación 20 del expediente visible en la Sede electrónica para la gestión judicial, Samai. 
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al inicio del periodo del nuevo contralor» por cuanto dicho período había terminado 

el 30 de noviembre de ese año.  

 

Señaló que ante la particularidad del proceso, la asamblea continuó con el trámite 

de elección y finalmente, el 19 de diciembre de 2023 designó al señor Reynaldo 

Mateus Beltrán en dicho cargo.  

 

Sostuvo que, en su criterio, la función de elección del contralor departamental hace 

parte de los temas administrativos propios de las asambleas. 

 

Precisó que el hecho de hacerse la elección en sesiones extraordinarias, sin la 

convocatoria del mandatario departamental, no impedía que se diera una 

deliberación democrática y, con ello, que se cumpliera con el principio de 

responsabilidad en lo que hace a la sostenibilidad de las instituciones a cargo de un 

regente.  

 

Pidió aplicar los principios pro homine, pro libertatis y de favorabilidad en el caso 

concreto.  

 

Adujo que la Asamblea Departamental de Santander sí podía realizar la elección 

del contralor general para el período restante 2022- 2025, a pesar de no haber 

estado incluida en los temas a tratar en las convocatorias a sesiones 

extraordinarias, según la regla general de competencia del artículo 23 de la Ley 

2200 de 2022, encargarse de temas administrativos propios de la corporación, como 

garantía, entre otros, de los principios pro homine, pro libertatis y de favorabilidad, 

confianza legítima, buena fe y seguridad jurídica, así como, del cumplimiento del 

núcleo fundamental del derecho a elegir, ser elegido y ocupar cargos en el sector 

público. 

 

Manifestó que la interpretación sostenida por el fallador de primer grado en relación 

con el inciso pertinente del artículo 23 de la Ley 2200 de 2022, no solo trasgredió el 

principio de no distinción, - donde el legislador no distingue no le es dable distinguir 

al interprete-, sino también, los principios anteriormente referenciados.  

 

II. CONSIDERACIONES  

 

2.1. Competencia 

 

La Sección Quinta del Consejo de Estado es competente para resolver el recurso 

de apelación interpuesto por el demandado contra la sentencia de 25 de junio de 

2024, proferida por el Tribunal Administrativo de Santander, de conformidad con lo 
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establecido en los artículos 15012 y 152 numeral 7.b del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo13. 

 

2.2. Problema jurídico  

 

En el marco de los argumentos expuestos en el recurso de apelación, corresponde 

a esta Sección determinar si confirma, modifica o revoca la sentencia del 25 de junio 

de 2024, proferida por el Tribunal Administrativo de Santander, que declaró la 

nulidad de la elección del señor Reynaldo Mateus Beltrán, como contralor de ese 

departamento, para lo que resta del período 2022 – 2025.  

 

Para el efecto, se debe establecer si dicha elección debía ser convocada por el 

gobernador para que pudiera tener lugar en sesiones extraordinarias o hace parte 

de las excepciones consagradas en el artículo 23 de la Ley 2200 de 2022 y, por 

tanto, era viable que la Asamblea de Santander la llevara a cabo sin necesidad de 

convocatoria del mandatario departamental.  

 

Así entonces, con el fin de emitir un pronunciamiento, la Sala abordará la segunda 

instancia desde los siguientes ejes temáticos: (i) el marco jurídico y jurisprudencial 

de la elección de los contralores departamentales y; (ii) el caso concreto. 

 

2.3. De la elección de los contralores territoriales  

 

El artículo 267 de la Constitución Política encomienda la dirección del órgano 

autónomo e independiente de control fiscal al contralor general, elegido por el 

Congreso en pleno, previa convocatoria pública, para un periodo de 4 años, no 

reelegible. Esta modalidad de selección fue introducida por el Acto Legislativo 2 de 

2015, que también modificó el artículo 126 ibídem, reemplazando al anterior diseño 

de ternas de las Altas Cortes:  

 

Artículo 126. (…) Salvo los concursos regulados por la ley, la elección de servidores 
públicos atribuida a corporaciones públicas deberá estar precedida de una 
convocatoria pública reglada por la ley, en la que se fijen requisitos y procedimientos 
que garanticen los principios de publicidad, transparencia, participación ciudadana, 
equidad de género y criterios de mérito para su selección. 

 
12 Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Artículo 150. 
Competencia del Consejo de Estado en segunda instancia y cambio de radicación. «El Consejo de 
Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, conocerá en segunda instancia de las apelaciones 
de las sentencias dictadas en primera instancia por los tribunales administrativos y de las 
apelaciones de autos susceptibles de este medio de impugnación…» 
13 Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Artículo 152. 
Competencia de los tribunales administrativos en primera instancia. «Los tribunales administrativos 
conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos:  
(…)  
7. De los siguientes asuntos relativos a la nulidad electoral:  
(…)  
b. De la nulidad de la elección de los contralores departamentales…» 
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La Ley 1904 de 2018 regula este procedimiento de selección, señalando sus etapas, 

el contenido mínimo de la convocatoria, los criterios de selección, los plazos para la 

elección, entre otras provisiones necesarias para el debido ejercicio de esta función 

electoral.  

 

De otra parte, en los órdenes departamental, distrital y municipal, el artículo 272 

superior advierte que para ser elegido contralor en el nivel territorial se requiere ser 

colombiano por nacimiento, ciudadano en ejercicio, mayor de 25 años, acreditar 

título universitario, no haber sido en el último año miembro de la asamblea o concejo 

a la que corresponde la elección ni haber ocupado en ese lapso cargo público en la 

rama ejecutiva del respectivo orden. Así mismo, esta norma confía a las respectivas 

corporaciones político-administrativas la elección de los contralores, en los 

siguientes términos: 

 

Artículo 272. (…) Los Contralores departamentales, distritales y municipales serán 
elegidos por las Asambleas Departamentales, Concejos Municipales y Distritales, 
de terna conformada por quienes obtengan los mayores puntajes en convocatoria 
pública conforme a la ley, siguiendo los principios de transparencia, publicidad, 
objetividad, participación ciudadana y equidad de género, para un periodo de cuatro 
años14 que no podrá coincidir con el periodo del correspondiente gobernador y 
alcalde. 

 

En concordancia, el artículo 11 de la Ley 1904 de 2018 prevé que las disposiciones 

para la elección del contralor general serán aplicables en lo que corresponda a los 

demás contralores, «en tanto el Congreso de la República expida disposiciones 

especiales para la materia». Sumado a lo anterior, en virtud del artículo 6º ibídem, 

la Resolución 0728 de 2019 de la Contraloría General de la República estableció 

los términos generales de las convocatorias públicas de selección de contralores 

territoriales.  

 

De manera que, tanto el contralor general, como los contralores departamentales, 

distritales y municipales, son elegidos como resultado de una convocatoria pública 

reglada, que permite una participación ciudadana más amplia en la postulación que 

en el esquema anterior por ternas de una autoridad judicial, e introduce un criterio 

meritocrático objetivo, en clave con el derecho fundamental de acceso a cargos 

públicos, consagrado en el numeral 7 del artículo 40 constitucional.  

 

Con todo, la jurisprudencia de esta Sección15 ha observado que, si bien estas reglas 

de selección están orientadas por factores cualitativos para la evaluación del 

 
14 Es de advertir que el parágrafo transitorio 1º del artículo 272 de la Constitución Política dispuso 
que “La siguiente elección de todos los contralores territoriales se hará para un período de dos años”. 
15 Al respecto, ver: Consejo de Estado, Sección Quinta, sentencia de 29 de septiembre de 2016, 
Rad. 70001-23-33-000-2016-00011-02, MP. Alberto Yepes Barreiro. Sentencia de 29 de abril de 
2021, Rad. 15001-23-33-2020-00100-01, MP. Rocío Araújo Oñate. Sentencia de 30 de septiembre 
de 2021, Rad. 66001-23-33-000-2020-00499-03, MP. Rocío Araújo Oñate.  
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aspirante, no transforman la convocatoria pública en un concurso de méritos, como 

el previsto para la elección de personeros, pues en este último el nominador siempre 

está obligado a designar al primero de la lista, es decir, al candidato que obtenga el 

mayor puntaje como resultado de las diferentes pruebas aplicadas. En contraste, en 

el sistema que precede la elección de los contralores la corporación competente 

mantiene un margen de discrecionalidad política que le permite escoger entre los 

ciudadanos que alcancen los tres primeros puntajes, a partir de la autonomía 

administrativa de la autoridad que ostenta tal atribución.   

 

Ahora bien, específicamente respecto de la elección de los contralores 

departamentales el artículo 34 de la Ley 2200 de 2022 dispone:  

 

ARTÍCULO 34. Elección del Contralor. Los Contralores departamentales, serán 
elegidos por las Asambleas Departamentales conforme lo dispuesto por el Artículo 
6 del Acto Legislativo 4 de 2019 y demás disposiciones que lo desarrollen o 
modifiquen. 
 
El contralor será elegido en el último periodo de sesiones ordinarias que antecede 
el inicio del periodo del nuevo contralor. 

 

Así las cosas, es claro que para la elección de este funcionario del orden 

departamental se debe adelantar la convocatoria pública y el procedimiento 

señalado en el precitado acto legislativo; sin embargo, la facultad nominadora se 

encuentra en cabeza de la respectiva asamblea y, debe ejercerla dentro del último 

período de sesiones ordinarias antes de que empiece el período del nuevo contralor.  

 

2.4 Caso concreto 

 

Como viene de explicarse, en este asunto el acto acusado es el de elección del 

señor Reynaldo Mateus Beltrán como contralor de Santander, para el período 2022-

2025. El fundamento de la demanda, es que dicho acto se encuentra viciado de 

nulidad, por cuanto, entre otros puntos, fue elegido por la asamblea de ese 

departamento en sesiones extraordinarias sin convocatoria previa del gobernador.  

 

En primera instancia, el Tribunal Administrativo de Santander declaró la nulidad de 

la elección cuestionada precisamente con fundamento en ese argumento.  

 

Inconforme con la decisión, el demandado la apeló bajo la consideración de que la 

elección del contralor departamental es un asunto administrativo propio de la 

asamblea y, por lo tanto, no requiere de convocatoria previa del gobernador para 

poder ser ejercida en período de sesiones extraordinarias.  

 

Al respecto, resulta del caso recordar que la competencia del juez de segunda 

instancia se encuentra limitada a los argumentos expuestos en el recurso de 

apelación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 320 y 328 del Código 
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General del Proceso16 aplicables por remisión de los artículos 296 y 306 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, por lo tanto, la 

Sala se pronunciará exclusivamente en relación con los reparos concretos 

formulados por los recurrentes.  

 

Según se tiene, el artículo 19 de la Ley 2200 de 2022 establece dentro de las 

funciones de la asambleas departamentales:  

 

ARTÍCULO 19. Funciones. Son funciones de las asambleas departamentales: 

 

(…) 

 

9. Elegir, mediante convocatoria pública al contralor departamental, de acuerdo a lo 
previsto en la Constitución y la ley; aceptar la renuncia, conceder licencias y 
permisos, hacer efectivas las sanciones disciplinarias y penales, decretadas por las 
autoridades competentes y llenar la vacancia, según sea el caso. 
 
10. Solicitar informes sobre el ejercicio de sus funciones al Contralor General del 
Departamento, Secretarios de Despacho, Jefes de Departamentos Administrativos 
y Directores de Institutos Descentralizados del orden Departamental… 

 

Asimismo, como se expuso con antelación, por regla general, en los términos del 

artículo 34 de esa misma norma, la referida elección debe hacerse «en el último 

periodo de sesiones ordinarias que antecede el inicio del periodo del nuevo 

contralor.» 

 

Respecto de los períodos de sesiones de esas corporaciones públicas, el artículo 

23 de la Ley 2200 de 2022, dispone:  

 

ARTÍCULO 23. Las asambleas departamentales sesionarán de manera ordinaria 
durante seis (6) meses al año, así: 

 
16 ARTÍCULO 320. FINES DE LA APELACIÓN. El recurso de apelación tiene por objeto que el 
superior examine la cuestión decidida, únicamente en relación con los reparos concretos 
formulados por el apelante, para que el superior revoque o reforme la decisión… (Se resalta).  
 
ARTÍCULO 328 COMPETENCIA DEL SUPERIOR. El juez de segunda instancia deberá 
pronunciarse solamente sobre los argumentos expuestos por el apelante, sin perjuicio de las 
decisiones que deba adoptar de oficio, en los casos previstos por la ley. 
 
Sin embargo, cuando ambas partes hayan apelado toda la sentencia o la que no apeló hubiere 
adherido al recurso, el superior resolverá sin limitaciones. 
 
En la apelación de autos, el superior sólo tendrá competencia para tramitar y decidir el recurso, 
condenar en costas y ordenar copias. 
 
El juez no podrá hacer más desfavorable la situación del apelante único, salvo que en razón de la 
modificación fuera indispensable reformar puntos íntimamente relacionados con ella. 
 
En el trámite de la apelación no se podrán promover incidentes, salvo el de recusación. Las nulidades 
procesales deberán alegarse durante la audiencia. 
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El primer período del primer año de sesiones, estará comprendido entre el 1 de 
enero posterior a su elección al Último día del mes de febrero del respectivo año. 
 
El segundo, tercer y cuarto año de sesiones tendrá como primer período el 
comprendido entre el 1de marzo y el 30 de abril. 
 
El segundo período será del primero de junio al 30 de julio, y el tercer período, será 
del 1 de octubre al 30 de noviembre. 
 
Podrán sesionar durante tres (3) meses al año de forma extraordinaria, previa 
convocatoria del gobernador. En el curso de ellas sólo podrá ocuparse de los 
asuntos que el gobernador someta a su consideración, sin perjuicio de la función de 
control político que le es propia, así como los temas administrativos propios de la 
corporación. 
 
Las sesiones extraordinarias que convoque el gobernador podrán realizarse en 
oportunidades diferentes siempre y cuando no se exceda el límite establecido en 
este artículo. 
 
PARÁGRAFO. Si por cualquier causa debidamente justificada por la Mesa 
Directiva, las asambleas no pudieran reunirse ordinariamente en las fechas 
indicadas, lo harán tan pronto como fuere posible, dentro del periodo 
correspondiente. 

 

De conformidad con la disposición en cita, estas corporaciones públicas cuentan 

con períodos fijos de sesiones ordinarias, al igual que ocurre en el Congreso de la 

República, pero, además, pueden sesionar en forma extraordinaria por 3 meses al 

año para asuntos específicos.  

 

Sin embargo, en este caso no puede dejarse de lado que la elección cuestionada 

se originó en la declaratoria de nulidad de la designación del señor Fredy Antonio 

Anaya Martínez como contralor departamental de Santander, período 2022 – 2025, 

decisión adoptada por el Tribunal Administrativo de ese departamento el 14 de 

febrero de 2023.  

 

Teniendo en cuenta que el fundamento de esa providencia judicial fue la falta de 

trámite de unas recusaciones presentadas en contra de los diputados de la 

Asamblea de Santander, esa corporación retomó el proceso de elección a través de 

la Resolución 33 del 23 de marzo de 2023 en el sentido de remitirlas a la 

Procuraduría Regional de ese departamento.  

 

Una vez resueltas las recusaciones, la precitada asamblea retomó el proceso 

eleccionario mediante la Resolución 143 del 21 de noviembre de ese año.  

 

El señor Anaya Martínez renunció a la terna, por lo que hubo necesidad de 

recomponerla a través de la Resolución 146 del 30 de noviembre de 2023; 

finalmente, el 14 de diciembre siguiente, la Mesa Directiva de la Asamblea de 

Santander por medio de la Resolución 152 modificó el cronograma del proceso en 
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el sentido de fijar el 15 de diciembre de 2023 como fecha para entrevistar a los 

ternados y el 19 de diciembre siguiente para la elección.  

 

Así las cosas, la elección objeto de análisis tuvo lugar el 19 de diciembre de 2023, 

en sesiones extraordinarias y luego de que el período del cargo del nuevo contralor 

empezara.  

 

Bajo este panorama, corresponde establecer, en los precisos términos del recurso 

de apelación que fue concedido ante esta instancia, si la Asamblea de Santander 

podía realizar dicha elección en sesiones extraordinarias o no sin necesidad de 

convocatoria del gobernador.  

 

Pues bien, según se tiene, la elección del contralor departamental es una función 

directamente atribuida por la Constitución Política y la ley a las asambleas; sin 

embargo, contrario a lo afirmado por el recurrente la misma Ley 2200 de 2022 sí 

establece que aquella debe efectuarse «en el último periodo de sesiones ordinarias 

que antecede el inicio del periodo del nuevo contralor». 

 

Sin embargo, debe precisarse que ello debe operar así en condiciones normales, 

pero cuando se presenten situaciones excepcionales hay lugar a estudiar cada caso 

en concreto para evaluar si el hecho de no realizar la elección en cuestión bajo esas 

condiciones afecta o no la legalidad de aquella.  

 

En este caso, como se dejó dicho y está fuera de la controversia en esta instancia, 

circunstancias extraordinarias impidieron que la designación demandada se 

efectuara en el último grupo de sesiones ordinarias de la asamblea que antecedía 

al inicio del período del nuevo contralor, y ello fue así, debido a que ya se había 

elegido a una persona en ese cargo, pero dicha elección fue declarada nula por 

parte del Tribunal Administrativo de Santander, por lo que hubo necesidad de elegir 

al reemplazo del anterior en plena vigencia de dicho período, sin que fuera exigible 

un comportamiento diferente en el caso concreto, en aplicación del principio según 

el cual «nadie está obligado a lo imposible». 

 

Ahora, en lo que se refiere al tipo de sesiones en que se llevó a cabo la elección 

debe recordarse que no fue propiamente por descuido o desidia de la Asamblea de 

Santander que aquella tuvo lugar en sesiones extraordinarias. Ello también 

obedeció al cumplimiento de la decisión judicial que declaró la nulidad del primer 

contralor departamental elegido para el período 2022-2025, toda vez que, tal como 

se probó en el proceso, una vez ejecutoriado el fallo, se procedió a tramitar las 

recusaciones que le dieron origen y solo una vez aquellas fueron resueltas por la 

Procuraduría Regional de ese departamento se pudo reanudar el proceso 

eleccionario a partir de la fase de entrevistas el 21 de noviembre de 2023. 
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Por lo tanto, teniendo en cuenta que de conformidad con el precitado artículo 23 de 

la Ley 2200 de 2022 el tercer período de sesiones ordinarias vencía el 30 de 

noviembre siguiente, era prácticamente imposible realizar la elección bajo estudio 

en ese lapso, máxime si se tiene en cuenta que hubo necesidad de recomponer la 

terna de aspirantes.  

 

Precisado lo anterior, no puede dejarse de lado que son 3 los eventos en que el 

artículo 23 de la Ley 2200 de 2022 autoriza a las asambleas para sesionar por fuera 

de los períodos ordinarios, a saber:  

 

1. Ocuparse de los asuntos que el gobernador convoque.  

 

2. Ejercer la función de control político que le es propia.  

 

3. Resolver los temas administrativos propios de la corporación.  

 

Al respecto, tal como lo expuso el tribunal a quo, es claro que la elección del 

contralor departamental es una función propia de las asambleas; no obstante, a 

diferencia de lo que se concluyó en primera instancia, dicha atribución hace parte 

de los «temas propios de la corporación». 

 

Lo anterior, porque aunque la Ley 2200 de 2022 no clasificó las funciones de estas 

corporaciones públicas, de la lectura sistemática de la disposición se evidencia que 

el legislador sí diferenció por lo menos 3 grupos de atribuciones: las de tipo 

normativo, la de control político y las de índole administrativo.  

 

Bajo esa perspectiva, es claro que lo referente a la elección de funcionarios, tales 

como el contralor departamental, se encuadra en el último grupo de funciones, es 

decir, las de tipo administrativo.  

 

Ello sin perjuicio de que el ejercicio de aquellas implique el desarrollo de función 

administrativa o más específicamente electoral; es decir, en otras palabras, el hecho 

de que para la elección de contralor departamental la corporación pública ejerza 

función administrativa no quiere decir que dicha atribución no pueda ser tenida como 

un asunto administrativo propio de aquella, contrario a lo que plantea el a quo.  

 

En este punto, advierte la Sala que la interpretación según la cual «los temas 

administrativos propios de la Corporación no comprenden una manifestación del 

poder público propio de la función administrativa; sino que, por el contrario, 

corresponden a un atributo de la autonomía que constitucionalmente se le confiere 

a la Asamblea Departamental […] que le da capacidad de ocuparse de su propia 

organización» desconoce que ese organismo cuenta atribuciones de tipo 

administrativo, más allá al simple giro interno de aquel.  
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Así, la clasificación de las funciones administrativas de las asambleas realizada por 

el tribunal de primera instancia motu proprio, excluye otras atribuciones 

directamente otorgadas por la Constitución Política y el legislador a las 

corporaciones públicas que pueden ser ejercidas de manera directa, sin la 

intervención del gobernador, como ocurre en el caso de la elección del contralor 

departamental. 

 

Aceptar la tesis contraria, implicaría que el órgano fiscal permaneciera acéfalo en 

circunstancias como la sometida a análisis de la sala, en que debe ser designado 

por fuera del término ordinario fijado en la ley en atención a condiciones 

extraordinarias.  

 

Además, condicionaría el ejercicio de la función constitucionalmente atribuida a las 

asambleas a la voluntad del gobernador, pese a que dicho funcionario no tiene 

ninguna injerencia legal o constitucional en la designación del contralor 

departamental a diferencia de lo que ocurre con otras atribuciones de la corporación 

pública como, por ejemplo, las relacionadas con el ejercicio de la responsabilidad 

normativa.  

 

En otras palabras, debe tenerse en cuenta que según el artículo 299 de la 

Constitución Política las asambleas departamentales «gozará[n] de autonomía 

administrativa y presupuesto propio…», de lo que se deriva en concordancia con lo 

expuesto hasta el momento, que no dependen de la voluntad de los gobernadores 

para ejercer funciones administrativas que le son propias, como en este caso, la de 

elegir contralor departamental17.  

 

En este mismo orden de ideas, contrario a lo afirmado en la providencia apelada, el 

hecho de que la decisión de la asamblea se refleje en un acto administrativo y derive 

de una función constitucional y legal de esa corporación pública no implica que no 

se trata de un asunto administrativo a cargo de ese órgano.   

 

Así, tal como se expresó que en salvamento de voto presentado en contra del 

decisión objeto de análisis: 

 

…Los «temas administrativos propios de la corporación» no son una categoría 
diferente de la función administrativa «propia» del órgano deliberante, es decir, hace 
parte de este último concepto, toda vez que tanto la llamada actividad operativa para 
el funcionamiento de la asamblea como en el ejercicio de la función nominadora y 
electiva, son expresión de la función administrativa, por cuanto en ambos casos se 
materializa en la expedición de actos administrativos que crean, modifican o 
extinguen situaciones jurídicas, sin distinción alguna. 

 

 
17 Función otorgada por el inciso 7 del artículo 272 de la Constitución Política. «…Los contralores 

departamentales… serán elegidos por las asambleas departamentales…» 
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Entonces, en criterio de esta Sala de Decisión, la elección del contralor 

departamental sí hace parte de los asuntos administrativos propios de las 

asambleas, razón por la cual, puede llevarse a cabo en sesiones extraordinarias sin 

que sea necesario que medie convocatoria del gobernador.  

 

Ello, se insiste, sin que se desconozca que el ejercicio de dicha atribución conlleva 

el ejercicio de función pública, hecho por el cual no deja de ser un asunto 

administrativo a cargo de las asambleas departamentales.  

 

Adicionalmente, frente a este aspecto, resulta del caso recordar que, tal como lo 

manifestó la señora agente del Ministerio Público, la Corte Constitucional ha sido 

clara al señalar que «en función de los principios pro homine, pro libertatis y de 

favorabilidad entre dos interpretaciones posibles de una norma que regula una 

situación electoral, debe preferirse aquella que limite en menor medida los principios 

democrático y de autonomía, así como el derecho de las personas a acceder a 

cargos públicos.»18 

 

Bajo esa perspectiva, en situaciones como esta, debe darse prelación a la 

interpretación que favorezca presupuestos de orden superior, tales como el que 

garantiza el acceso a cargos públicos.   

 

Además, debe tenerse en cuenta que, según el parágrafo del artículo 23 de la Ley 

2200 de 2022 «si por cualquier causa debidamente justificada por la Mesa 

Directiva, las asambleas no pudieran reunirse ordinariamente en las fechas 

indicadas, lo harán tan pronto como fuere posible, dentro del periodo 

correspondiente».  

 
En este caso, es claro que la elección del contralor departamental no se pudo 

realizar en el último período de sesiones ordinarias anterior al inicio del respectivo 

período dadas las particulares condiciones que antecedieron la designación ahora 

cuestionada, así las cosas, con base en el parágrafo en cita, fue por una causa 

debidamente justificada que la asamblea no pudo realizar dicha elección en ese 

momento y lo hizo tan pronto le fue posible, en período de sesiones extraordinarias.  

 

Ahora bien, en lo que se refiere a la providencia del 22 de junio de 2023 proferida 

por esta Sección dentro del expediente 15001-23-33-000-2022-00600-02 que 

invocó el a quo como fundamento de su decisión, se reitera, que tal como se 

manifestó en el auto del 20 de junio de 2024 a través del cual se resolvió el recurso 

de apelación interpuesto contra la decisión de medida cautelar adoptada por el 

Tribunal Administrativo de Santander en este asunto, dicho pronunciamiento no 

resulta aplicable al caso concreto, por cuanto analiza hipótesis fácticas y normativas 

diversas.  

 
18 Corte Constitucional. Sentencia SU-115 del 14 de marzo de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.  
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En esa ocasión se analizó si era viable que un concejo municipal eligiera a un 

personero en sesiones extraordinarias sin previa convocatoria del alcalde a la luz 

de lo dispuesto en el artículo 23 de la Ley 136 de 1994; en este caso se estudia si 

la elección de un contralor departamental es un asunto administrativo propio de las 

asambleas y, en consecuencia si dicha designación se puede hacer en este tipo de 

sesiones sin necesidad de convocatoria del gobernador, según lo consagrado en el 

artículo 23 de la Ley 2200 de 2022.  

 

Así, tal como se expuso en la providencia del 20 de junio de 2024, aunque en ambos 

casos alguna etapa del proceso, esto es, la entrevista y la elección, tuvieron lugar 

en sesiones extraordinarias; el fundamento normativo fue diferente, lo que conlleva 

a conclusiones diversas.  

 

Según se tiene, el artículo 23 de la Ley 136 de 1994 establece:  

 

ARTÍCULO 23.- Período de sesiones. Los concejos de los municipios clasificados 
en categorías Especial, Primera y Segunda, sesionarán ordinariamente en la 
cabecera municipal y en el recinto señalado oficialmente para tal efecto, por derecho 
propio y máximo una vez por día, seis meses al año, en sesiones ordinarias así: 
 
a) El primer período será en el primer año de sesiones, del dos de enero posterior a 
su elección, al último día del mes de febrero del respectivo año. 
 
El segundo y tercer año de sesiones tendrá como primer período el comprendido 
entre el primero de marzo y el treinta de abril; 
 
b) El segundo período será del primero de junio al último día de julio; 
 
c) El tercer período será del primero de octubre al treinta de noviembre, con el 
objetivo prioritario de estudiar, aprobar o improbar el presupuesto municipal. 
 
Los concejos de los municipios clasificados en las demás categorías, sesionarán 
ordinariamente en la cabecera municipal y en el recinto señalado oficialmente para 
tal efecto, por derecho propio, cuatro meses al año y máximo una vez (1) por día 
así: febrero, mayo, agosto y noviembre. 
 
Si por cualquier causa los concejos no pudieran reunirse ordinariamente en las 
fechas indicadas, lo harán tan pronto como fuere posible, dentro del período 
correspondiente. 
 
PARÁGRAFO 1.- Cada período ordinario podrá ser prorrogado por diez días 
calendario más, a voluntad del respectivo Concejo. 
 
PARÁGRAFO 2.- Los alcaldes podrán convocarlos a sesiones extraordinarias 
en oportunidades diferentes, para que se ocupen exclusivamente de los 
asuntos que se sometan a su consideración. 
 
PARÁGRAFO 3. Cuando la Presidencia de la Corporación, por acto motivado 
declare que, por razones de orden público, intimidación o amenaza, no es posible 
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que algunos miembros de los Concejos Municipales y Distritales concurran a su 
sede habitual, podrán participar de las sesiones de manera no presencial. 
 
Para tal fin, los miembros del Concejo podrán deliberar y decidir por comunicación 
simultánea o sucesiva, utilizando para el efecto los avances tecnológicos en materia 
de telecomunicaciones tales como fax, teléfono, teleconferencia, videoconferencia, 
Internet, conferencia virtual y todos aquellos medios que se encuentren al alcance 
de los Concejales. 
 
En caso de existir comisiones permanentes, se podrán adelantar las sesiones en los 
mismos términos establecidos en el presente Artículo. 
 
Los mismos medios podrán emplearse con el fin de escuchar a quienes deseen 
rendir declaraciones verbales o escritas sobre hechos o temas que requieran ser 
debatidos, o puedan aportar información o elementos de juicio útiles para las 
decisiones de los Concejos Municipales y Distritales. 
 
El Gobierno Nacional reglamentará la materia. (Se resalta)  
 

De conformidad con la norma en cita y a diferencia de lo que ocurre en el caso de 

las asambleas, los concejos únicamente pueden tener sesiones extraordinarias si 

los alcaldes así lo determinan y pueden ocuparse exclusivamente de los asuntos 

convocados por el burgomaestre; mientras que, a nivel departamental, como se ha 

expuesto con antelación, la corporación pública de ese orden territorial, además de 

atender los asuntos convocados por el gobernador, cuenta con autorización legal 

para ejercer control político y resolver los temas administrativos que le son propios, 

dentro de los cuales, se insiste, se encuentra el de la elección del contralor 

departamental.  

 

En ese orden de ideas, se insiste, dicho pronunciamiento no constituye un 

antecedente para la controversia que ahora se estudia a diferencia de lo que ocurre 

con el auto a través del cual se resolvió el recurso de apelación interpuesto en contra 

de la medida cautelar en el cual ya se había analizado el punto por parte de esta 

Sala de Decisión.  

 

Con base en el análisis anterior, se concluye que no se configuró el vicio de falta de 

competencia temporal de la asamblea de Santander para elegir al señor Reynaldo 

Mateus Beltrán como contralor de ese departamento, razón suficiente para revocar 

la sentencia apelada y, en su lugar, negar las pretensiones de la demanda.  

 

2.5 Otras decisiones  

 

Observa la Sala que en la anotación 25 del expediente visible en la Sede electrónica 

para la gestión judicial, Samai, obra poder otorgado por el señor Reynaldo Mateus 

Beltrán al abogado Juan Andrés Urrea Hernández con el fin de que aquel ejerza su 

representación judicial en este proceso.  

 

Al cumplir el poder los requisitos legales, se habrá de reconocer al profesional del 
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derecho Urrea Hernández en los términos de dicho documento.  

 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y 

por autoridad de la ley, 

 

III. FALLA: 

 

PRIMERO: REVOCAR la sentencia del 25 de junio de 2024, proferida por el 

Tribunal Administrativo de Santander, que declaró la nulidad de la elección del señor 

Reynaldo Mateus Beltrán como contralor de ese departamento para el período 2022 

– 2025.  

 

En su lugar, DENEGAR las pretensiones de la demanda de conformidad con lo 

expuesto en la parte motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO: RECONOCER al abogado Juan Andrés Urrea Hernández identificado 

con cédula de ciudadanía 79.835.016 y tarjeta profesional 234806 del Consejo 

Superior de la Judicatura como apoderado del señor Reynaldo Mateus Beltrán.  

 

TERCERO: DEVOLVER el expediente al tribunal de origen para lo de su 

competencia. 

 

CUARTO: ADVERTIR a los sujetos procesales que contra lo resuelto no procede 

recurso ordinario alguno. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

OMAR JOAQUÍN BARRETO SUÁREZ 

Presidente 

 

LUIS ALBERTO ÁLVAREZ PARRA 

Magistrado 

 

GLORIA MARÍA GÓMEZ MONTOYA 

Magistrada 

 

PEDRO PABLO VANEGAS GIL 

Magistrado 

 
«Este documento fue firmado electrónicamente. Usted puede consultar la providencia oficial con el número de 

radicación en https://relatoria.consejodeestado.gov.co:8080/Vistas/Casos/procesos.aspx»  
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 ACTOS ADMINISTRATIVOS ELECCION
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Cordial saludo,

REFERENCIA: Respuesta a demanda de Tutela
PROCESO: Acción de Tutela
ACCIONANTE: YURI ALEJANDRA HURTADO.
ACCIONADO: CONCEJO DISTRITAL DE SANTIAGO DE CALI - MESA DIRECTIVA.
RADICADO: 2025-00387-00

Se adjuntan los documentos correspondientes conforme al asunto.

Atentamente,

--
RICARDO MONTERO GONZALEZ
Jefe de Oficina Jurídica



 

 
  

Santiago de Cali, 11 de diciembre de 2025  
 
Doctor: 
ÓSCAR JAVIER ARIAS MERA 
Juez 9 Penal Municipal de Cali 
Con Funciones de Control y Garantías 
 

Correo electrónico: j09pmcali@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
 

REFERENCIA: Respuesta a demanda de Tutela 

PROCESO: Acción de Tutela 

ACCIONANTE: YURI ALEJANDRA HURTADO. 

ACCIONADO: CONCEJO DISTRITAL DE SANTIAGO DE CALI - MESA DIRECTIVA.  

RADICADO: 2025-00387-00 

 
 
RICARDO MONTERO GONZALÉZ, mayor de edad, identificado con la cédula de ciudadanía 
No 94.371.090, domiciliado en la ciudad de Cali, abogado titulado y en ejercicio con T.P. 
Nº87.795 del C.S.J., actuando en nombre y representación judicial del Concejo Distrital de 
Santiago de Cali, y bajo la calidad de Jefe de Oficina Jurídica conforme a la Resolución de 
Nombramiento N°21.2.22-0103 de fecha marzo 05 de 2021, y Acta de Posesión N°C-404 de 
fecha marzo 05 de 2021, y en ejercicio de las competencias y funciones asignadas mediante los 
artículos 34, 57 y siguientes del Acuerdo N°220 de 2007 “Por el cual se modifica la estructura 
administrativa y se adopta una nueva planta de personal en la honorable corporación Concejo 
Municipal de Santiago de Cali, y se dictan otras disposiciones”; por medio del presente escrito 
acudo a su despacho con el propósito de emitir pronunciamiento frente a la acción de tutela de 
la referencia. 
 

FRENTE A LOS HECHOS DEL ESCRITO DE TUTELA 
 
Hecho 1. Es cierto y se admite.   
 
Hecho 2. Es cierto y se admite. 
 
Hecho 3. Es cierto y se admite. 
 
Hecho 4. Es parcialmente cierto, en tanto que la modificación del numeral 24 de la Resolución 
N°200.2.-261 del 28 de julio de 2025, lo que hizo fue aclarar o precisar algunos aspectos del 
procedimiento para reclamaciones, pues en lo relativo al correo de la universidad donde debía 
enviarse forma exclusiva la respectiva reclamación (reclamaciones.cenes@uptc.edu.co.), ya se 
había establecido así desde el inicio de la convocatoria; así como lo relativo a no permitirse el 
uso o acceso de dispositivos. 
Hecho 5. Es parcialmente cierto, en tanto que mediante Resolución N°200.2.2-332 de 
septiembre 09 de 2025, se adicionó la lista definitiva de admitidos contenida en la Resolución 



 

 
  

N°200.2.2-323, aclarando que en proceso de verificación conjunta de la lista de personas no 
admitidas, se logró identificar 3 participantes que de acuerdo con los preceptos legales 
referentes a la acreditación de título profesional y a la exoneración de presentación de la libreta 
militar por parte de personas mayores de 50 años de edad, se encontraban en cumplimiento de 
los requisitos documentales establecidos en la Resolución 200.2.2-261 del 28 de julio de 2025, 
y en tal sentido, en aras a dar las garantías legales pertinentes y preservar los principios de 
transparencia, igualdad procesal y debido proceso, se procedió a adicionar la lista de admitidos 
con los 3 participantes allí aducidos. Luego las personas o participantes que en efecto 
cumplieron con el aporte de los documentos, y se encontraban en concordancia con la 
excepción legal establecida frente a la libreta militar, fueron admitidas en el proceso de 
convocatoria pública para la elección de contralor distrital 2026-2029. 
 
Hecho 6. Es cierto y se admite. 
 
Hecho 7. Es cierto y se admite. 
 
Hecho 8. Es cierto y se admite. 
 
Hecho 9. Es cierto y se admite. 
 
Hecho 10. Es cierto y se admite. 
 
Hecho 11. Es cierto y se admite. 
 
Hecho 12. Es parcialmente cierto, en tanto que el oficio de fecha 14 de noviembre de 2025, 
suscrito por el señor Procurador Segundo Delegado para la Vigilancia Preventiva de la Función 
Pública, fue enviado de forma exclusiva a los concejales miembro de la mesa directiva y no a 
todos los concejales de la corporación como aduce la accionante. 

 
 



 

 
  

 
 
Ahora es necesario aclarar que en lo referente a la intervención en el proceso de convocatoria 
pública por parte del señor Procurador Segundo Delegado para la Vigilancia Preventiva de la 
Función Pública se tiene que, mediante Oficios PD2VPFP N°1340 de fecha 10 de octubre de 
2025, PD2VPFP N°1348 del 16 de octubre de 2025 y PD2VPFP N°1360 del 27 de octubre de 
2025, dicha autoridad informa de la denuncia formulada por el ciudadano Andrés Mauricio 
Moreno Salcedo, y de otros ciudadanos que denuncian supuestas irregularidades en el proceso 
de convocatoria pública adelantado por el Concejo Distrital de Santiago de Cali, relativas entre 
otras cosas, a no haberse cumplido con el deber legal de publicar previamente el borrador del 
acto administrativo de convocatoria, ni habilitar un canal de observaciones ciudadanas como lo 
exige el numeral 8 del artículo 8 de la Ley 1437 de 2011, como la supuesta usurpación de 
funciones en razón a que el Concejo Distrital delegó indebidamente funciones en la Universidad 
Pedagógica y Tecnológica de Colombia (UPTC), la cual respondió reclamaciones sin 
competencia legal. 
 
Estos requerimientos hechos por la Procuraduría Segunda Delegada para la Vigilancia 
Preventiva de la Función Pública, fueron atendidos y respondidos por la corporación pública 
aquí accionada, allegando la información solicitada y exponiendo los argumentos jurídicos 
pertinentes frente a cada aspecto observado sobre el proceso de convocatoria pública. 
Lamentablemente el Procurador Segundo Delegado para la Vigilancia Preventiva de la Función 
Pública no ha quedado satisfecho con tales respuestas y ha persistido en seguir injiriendo en el 
proceso de la convocatoria pública haciendo requerimientos que no tienen asidero jurídico ni 
son procedentes en una actuación preventiva por ya estar consumadas las etapas procesales 
de la convocatoria pública. 
 
 
 

FRENTE A LAS PRETENSIONES DEL ESCRITO DE TUTELA 
 
Me opongo a cada una de las tres (3) pretensiones principales de la acción de tutela, en atención 
a que el Concejo Distrital de Santiago de Cali – Mesa Directiva, no han conculcado derecho 
fundamental ni sustancial alguno, por cuanto las actuaciones surtidas para adelantar la 
Convocatoria Pública para la elección del Contralor(a) Distrital de Santiago de Cali periodo 2026-
2029, fueron ejecutadas bajo el marco de la Ley y normativa que regula el referido proceso de 
elección de contralor, objeto del injustificado reproche por esta vía constitucional. 
 

Igualmente es de considerar que no existe un nexo causal entre los hechos expuestos por la 
accionante y las pretensiones elevadas con el escrito de tutela, en tanto se reclama la protección 
de derechos fundamentales que supuestamente se le han vulnerado a la accionante, pero que 
de ninguna forma se justifica el cómo y cuándo supuestamente se le vulneraron o están 
amenazados, pues de los hechos expuestos por la señora YURI ALEJANDRA HURTADO, de 
ninguna manera se evidencia una conducta por vía de acción u omisión que le afecte su fuero 
personal, ya que no se establece su condición frente a la convocatoria pública, ni cómo es que 
supuestamente se le afectan sus derechos al debido proceso, y a la Participación en el Ejercicio 



 

 
  

y Control del Poder Político, cuando no está establecida su condición de participante en la 
convocatoria ni ser parte de la terna definitiva debidamente conformada en dicha convocatoria 
pública; lo cual resulta ser un requisito del escrito de la tutela, en tanto sólo a través de una 
exposición justificada de hechos que fundamenten y sean coherentes con las pretensiones, se 
puede ejercer el derecho de defensa por quien es cuestionado y contra quien se dirige la acción. 

En otras palabras, se tiene en este caso de demanda de tutela que, al no existir hechos que 
soporten las pretensiones de tutelar o proteger derechos fundamentales propios de la 
accionante, no es posible que se pueda ejercer una defensa frente a hechos que se aducen 
acontecidos respecto de terceros que no son los accionantes, ni tampoco se acredita la figura 
de agente oficioso. Como tampoco es posible obtener la congruencia y coherencia entre los 
hechos expuestos en la tutela y las pretensiones formuladas por la accionante, que son 
necesarios para el Juez poder emitir una decisión de protección de estirpe constitucional en vía 
de tutela, ya que los derechos colectivos o interés público deben ser objeto de protección por 
otra vía judicial.   
 
Así mismo me opongo a las pretensiones principales y de medida provisional, por cuanto no se 
cumple con los presupuestos de la acción de tutela como mecanismo transitorio, subsidiario y 
residual, ya que por regla general dispuesta en el Decreto 2591 de 1991, y la basta 
jurisprudencia emitida por la Honorable Corte Constitucional , esta acción sólo procede cuando 
no existe otro medio de defensa judicial para proteger los derechos fundamentales, o cuando el 
existente es ineficaz para evitar un perjuicio irremediable. En consecuencia es de considerar 
que las decisiones adoptadas en el proceso de Convocatoria Pública, al cual hace referencia la 
señora YURI ALEJANDRA HURTADO, son susceptibles de ser demandadas ante la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo a fin de obtener control de legalidad de tales actos y la nulidad 
a que haya lugar, condición que no se ha probado cumplir por la accionante. Además la 
accionante en ningún momento prueba el riesgo o existencia de un perjuicio irremediable que 
deba ser evitado o remediado de manera inmediata, que amerite la procedencia de la acción 
constitucional. 

 
 
 
 

FUNDAMENTOS DE LA DEFENSA 
 
Para promover una acción de tutela se deben tener en cuenta los presupuestos señalados en el 
Decreto 2591 de 1991, y determinados por la Corte Constitucional en su basta jurisprudencia, 
que a manera de síntesis se pueden concretar en los siguientes aspectos: 
 

- Existir una legitimación en la causa, que en este caso no se cumple, por la parte activa, 
ya que la señora YURI ALEJANDRA HURTADO, como persona que presenta la acción 
debe ser titular del derecho fundamental amenazado o vulnerado, o actuar en 
representación si el titular no puede hacerlo por sí mismo. Por ende al revisar los hechos 
alega supuestas vulneraciones a derechos de participación de terceros, y aporta como 
pruebas copia de documentos que de ninguna manera la acreditan como titular del 
derecho fundamental supuestamente vulnerado.   



 

 
  

 
- Haber inmediatez en la actuación para promover la acción: La acción de tutela debe 

interponerse de forma oportuna y en un término prudencial, es decir, lo más pronto 
posible después de que ocurran los hechos que amenazan el derecho.  Si bien la 
accionante aduce hechos que acontecieron desde el 28 de julio de 2025 hasta el 09 de 
octubre de 2025, de ninguna manera explica cuál es el acto especifico que concreta la 
supuesta vulneración de su derecho fundamental y cuándo ocurrió, para poder 
corroborar este requisito procedimental. 
 

- Determinar la subsidiariedad de la acción de tutela: Esta acción sólo procede si el 
afectado no tiene otro medio de defensa judicial eficaz para proteger su derecho 
fundamental. Sin embargo, puede ser utilizada como mecanismo transitorio si se busca 
evitar un perjuicio irremediable; lo que de ninguna forma ha probado la aquí accionante, 
pues es claro que existen acciones ante la jurisdicción contencioso administrativo, para 
que el Juez administrativo como juez natural de esta clase de procesos, ejerza el control 
de legalidad sobre los actos o resoluciones emitidas, que aduce la señora YURI 
ALEJANDRA HURTADO, ser necesario para garantizar la transparencia, imparcialidad 
y debido proceso en la convocatoria pública adelantada por el Concejo Distrital de 
Santiago de Cali, con la colaboración de la Universidad UPTC.  
 

- Identificar los derechos fundamentales violados o amenazados: Es indispensable que la 
demanda señale de manera clara cuáles son los derechos fundamentales que se 
consideran vulnerados o amenazados, para que el Juez pueda emitir una decisión sobre 
los mismos; lo cual en este caso si bien la accionante menciona cuales derechos deben 
ser protegidos, no explica o argumenta el por qué deben protegerse, o peor aún cómo 
fueron vulnerados.  
 

- Identificar los hechos que generan la vulneración: La demanda de tutela debe explicar 
claramente los hechos a partir de los cuales se configura la violación o amenaza a los 
derechos fundamentales objeto del amparo; lo cual como se ha manifestado, en este 
caso la accionante de ninguna manera a detentado hechos que conlleven a determinar 
la supuesta vulneración a sus derechos fundamentales.  
 

- Establecer la pretensión de protección: Se debe indicar qué es lo que se busca con la 
acción de tutela, lo cual tampoco cumple la accionante, pues la señora YURI 
ALEJANDRA HURTADO sólo presenta quejas de supuestas actuaciones arbitrarias, 
pero no concreta qué es lo que ella busca con solicitar el amparo a los supuestos 
derechos vulnerados.  

 
  

Adicionalmente es de reforzar el argumento sobre la subsidiariedad de la tutela, ya que de 
acuerdo con el Decreto 2591 de 1991, y la jurisprudencia emitida por la Honorable Corte 
Constitucional, se tiene que la acción de tutela no procede principalmente cuando existen 
otros medios de defensa judicial que sean eficaces para proteger el derecho, salvo que se 
use como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 



 

 
  

Bajo tal postulado es necesario referir en primer lugar, que existe la posibilidad de demandar 
ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, las resoluciones proferidas por la Mesa 
Directiva del Concejo Distrital de Santiago de Cali, a través de los medios de control 
definidos por la Ley 1437 de 2011, lo cual en este caso la accionante no ha dado prueba 
alguna de haber accedido a tal tipo de justicia, en cumplimiento de las normas procesales 
que efectivizan su derecho de acción y de contradicción contra las decisiones de las 
autoridades públicas, que ella considere le afectan sus intereses o derechos. 
 
En segundo lugar, resulta claro que la acción de tutela procede como un mecanismo 
transitorio en aquellos casos donde existiendo otro medio judicial, la situación contiene la 
causación de un perjuicio irremediable, que debe ser evitado y por ende amerita la 
intervención del Juez constitucional de tutela, para mitigarlo o evitarlo; lo cual en este caso 
específico no es posible en tanto la actora no ha dado prueba si quiera sumaria de estar 
frente a un perjuicio irremediable o una situación de amenaza que conlleve a poner en 
peligro sus derechos vitales o fundamentales, y que como tal no den espera a la resolución 
del Juez natural por la vías de la justicia ordinaria o regular habilitada para el tratamiento del 
conflicto o litigio que plantea. 
 
Así es de comprender que ni la norma que regula la acción de tutela, ni la jurisprudencia 
emitida por las altas cortes, han contemplado la posibilidad de que la acción de tutela 
sustituya los mecanismos de justicia ordinaria que la constitución y la Ley han determinado 
de acuerdo con la naturaleza del conflicto, las partes y propósito de demanda. Es por ello 
que al respecto de la procedencia de esta acción constitucional de carácter especial, se han 
delimitado unas reglas jurídicas para hacer efectiva su procedencia y efectividad, sin que 
esto implique vaciar al Juez Natural de las facultades y competencia que la Constitución y 
la Ley le han conferido para el ejercicio de la función de administrar justicia. 
 
Al respecto, téngase en cuenta el postulado demarcado en la Sentencia de Tutela de fecha 
08 de noviembre de 2021, proferida por el Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Tercera – Subsección A, Consejero ponente: JOSÉ ROBERTO 
SÁCHICA MÉNDEZ, en la que se destaca el deber de utilizar los medios judiciales idóneos 
dispuestos para la resolución del conflicto, y la necesidad de preservar el orden jurídico en 
las actuaciones judiciales, a fin de evitar una sustitución de la justicia ordinaria, por la 
impartida vía de tutela. 
“(…) 
ACCIÓN DE TUTELA / IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA POR 
INCUMPLIMIENTO DEL REQUISITO DE SUBSIDIARIEDAD / EXISTENCIA DE OTRO 
MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / PROCEDENCIA DEL DERECHO DE PETICIÓN / 
PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO / CLASES DE 
ACCIÓN DE TUTELA / ACCIÓN DE TUTELA PREVENTIVA / IMPROCEDENCIA DE LA 
ACCIÓN DE TUTELA COMO MECANISMO TRANSITORIO / AUSENCIA DEL PERJUICIO 
IRREMEDIABLE / PARO NACIONAL / DEBER DE PROTECCIÓN DE LA POLICÍA 
NACIONAL / MEDIDAS PARA LA PRESERVACIÓN DEL ORDEN PÚBLICO / MEDIDAS 
PREVENTIVAS PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS COLECTIVOS – Labores 



 

 
  

de acompañamiento, interlocución y mediación / FALTA DE COMPETENCIA DEL JUEZ DE 
TUTELA [E]n el asunto en cuestión, los solicitantes formularon acción de tutela, “como 
mecanismo preventivo para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable”, contra la 
Presidencia de la República, la Alcaldía Mayor de Bogotá y la Policía Nacional, por estimar 
que tales autoridades de policía quebrantaron sus derechos fundamentales a la propiedad 
privada, a la vida, a la integridad física, a la seguridad personal, al mínimo vital y a la 
dignidad humana al incurrir en una conducta omisiva, consistente en no brindarles efectiva 
protección frente a los “actos vandálicos” desplegados “de manera coyuntural en las 
protestas llevadas a cabo en contra del Gobierno Nacional”. (…) De esta suerte, y aun 
cuando nada dijeron los demandantes sobre haber acudido de manera previa ante las 
autoridades de policía por vía del ejercicio del derecho fundamental de petición a requerirles 
la adopción en su favor de medidas preventivas o de protección, lo que permite suponer que 
no han iniciado ningún tipo de actuación en este sentido, las aludidas acciones contenciosas 
harían parte del elenco de dispositivos legales idóneos al que todas las personas deben 
acudir, preferentemente, para garantizar la protección de sus derechos constitucionales, 
incluyendo los de raigambre fundamental, cuando quiera que sean amenazados o 
vulnerados por las autoridades públicas encargadas de ejecutar la prestación del servicio 
de protección, pues son cauces a través de los cuales puede debatirse más ampliamente la 
legalidad de sus procedimientos, el potencial enervamiento de los efectos nocivos que 
producen y, en últimas, si dan lugar a una eventual declaratoria de responsabilidad 
patrimonial del Estado. En esa medida, aun cuando el fallador de primera instancia en sede 
de tutela optó por conceder la protección constitucional solicitada por la parte actora, 
ordenándole, en consecuencia, a la Presidencia de la República, a la Alcaldía Mayor de 
Bogotá y a la Policía Nacional que “introdujeran en sus protocolos de movilizaciones y 
protestas acciones claras y concretas para garantizar los derechos de quienes no participan 
en las manifestaciones públicas”, lo cierto es que ello contrasta, de un lado, con los informes 
rendidos por la Secretaría Distrital de Gobierno de la Alcaldía Mayor de Bogotá y la Policía 
Nacional, en los que se da cuenta de las diversas actuaciones que, acorde con sus 
funciones y competencias, han venido realizando a causa y con ocasión de las 
manifestaciones adelantadas en la ciudad de Bogotá, entre las cuales, como tuvo la 
oportunidad de detallarse en el acápite correspondiente, se encuentran labores de 
“acompañamiento, interlocución y mediación” articuladas con varios entes del Distrito para 
proteger los derechos tanto de quienes participan en las jornadas de protesta como de 
quienes no lo hacen, según lo indicado por las mismas acciones preventivas, concomitantes 
y posteriores previstas en el Decreto No. 003 de 2021. Por otro lado, lo decidido por el juez 
a-quo a partir del hecho de estimar que las medidas de protección adoptadas como 
autoridades de policía no han sido suficientes para garantizar los derechos fundamentales 
invocados también contrasta, en cierto modo, con la limitación competencial del juez de 
tutela para sustituir a las autoridades de policía en su gestión administrativa de formular y 
aplicar distintas medidas de conservación, mantenimiento y restablecimiento del orden 
público y de la convivencia pacífica, así como para cuestionar, así sea con el propósito 
loable de proteger derechos fundamentales, puntuales decisiones que en la materia se 
adopten, a riesgo de considerar que el constituyente le confió al juez constitucional, por vía 
de tutela, “el poder omnímodo de decidir en todos los asuntos públicos”, incluyendo la 



 

 
  

conservación y mantenimiento del orden público, lo cual, además de injustificado, contradice 
abiertamente la Constitución Política. (…) Es así que los actos de vandalismo presentados 
en la zona aledaña al “Monumento a los Héroes” que fueron denunciados por la parte actora, 
y que tienen tal connotación ser un hecho notorio, han contado con el debido 
acompañamiento inicial de gestores de diálogo y de convivencia para precaver situaciones 
conflictivas y generar dinámicas de interlocución y mediación de los equipos, así como con 
el soporte de la Policía Metropolitana de Bogotá en forma articulada con los equipos de la 
Personería de Bogotá, la Defensoría del Pueblo y las Comisiones de Verificaciones de la 
Sociedad Civil, en consonancia con lo establecido en el Decreto Distrital 563 de 2015, que 
incorpora un protocolo de actuaciones para las movilizaciones sociales en Bogotá. (…) Por 
lo anteriormente expuesto, y contrario a lo decidido por la Sección Primera del Consejo de 
Estado, no se puede predicar de las autoridades de policía demandadas en el presente 
asunto la violación o amenaza de derecho fundamental alguno de los accionantes, debido 
a que no milita en el expediente prueba alguna que acredite que la Alcaldía Mayor de Bogotá 
y la Policía Nacional han obrado en forma diversa a lo que demanda la ley o en contravía 
de los protocolos previstos para las movilizaciones sociales contenidos en los Decretos No. 
003 de 2021 y 563 de 2015. (…) Con esa misma línea de orientación, en cuanto hace al 
caso concreto, tampoco por la vía del perjuicio irremediable es posible la procedencia, 
siquiera transitoria, de la presente acción de tutela, pues sus promotores no lograron 
demostrar la existencia de un perjuicio de tales características, y tampoco del análisis de los 
hechos es posible arribar a esa conclusión. Antes bien, lo que se vislumbra en esta causa 
son circunstancias fácticas que descartan la presencia de una situación permanente y grave 
de amenaza a los derechos fundamentales de los actores que exija la adopción de medidas 
de protección transitorias e impostergables, que a su vez deban ser tomadas de forma 
inmediata por parte del juez constitucional. Así pues, bajo esta perspectiva, claro está que 
sobre la base de actos u omisiones inexistentes, especulativos, eventuales o presuntos que 
no se han concretado en el mundo material y jurídico, no es posible acudir al mecanismo de 
amparo constitucional, en la medida en que “ello resultaría violatorio del debido proceso de 
los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en 
ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela”. Así las cosas, antes que 
decretar la configuración de la carencia actual de objeto por el advenimiento de un hecho 
superado, tal y como se solicitó en sede de impugnación, esta Sala habrá de revocar la 
sentencia del 29 de julio de 2021 proferida por la Sección Primera del Consejo de Estado, 
en cuanto concedió la protección constitucional solicitada por la parte actora para, en su 
lugar, declarar la improcedencia del recurso formulado tanto por la existencia de otros 
mecanismos de defensa judicial a los que puede acudir la parte actora para cuestionar a las 
autoridades de policía encargadas de adoptar medidas de conservación, mantenimiento y 
restablecimiento del orden público, como por la limitación competencial del juez de tutela 
para sustituirlas en su gestión administrativa de definición de intensidad o eficacia de las 
mismas. 
(…)”  
 
En consecuencia se tiene que en este caso, la accionante considera que se han vulnerado 
sus derechos por el hecho de no haberse dado complacencia a la Procuraduría Delegada 



 

 
  

para la Vigilancia Preventiva de la Función Pública por parte de la corporación accionada, 
por haberse considerado por la mesa directiva que los requerimientos realizados por dicho 
ente de control no tienen fundamento jurídico y por el contrario atentan contra los derechos 
de una terna definitiva y debidamente conformada como producto de la convocatoria pública 
promovida para tal fin,  sin que de alguna manera se explique o se halle conexión entre 
estos hechos y la supuesta vulneración a los derechos de la demandante; luego es de 
destacar que el caso no envuelve un procedimiento arbitrario o irregular que atente contra 
su vida, o derechos esenciales que pongan en peligro su existencia o la causación de un 
daño irreversible, sino que tan sólo apela a que se le restablezca el supuesto derecho al 
debido proceso y a la participación en el ejercicio y control del poder político, sin explicar 
cómo el actuar de la corporación pública los ha vulnerado o tiene trascendencia alguna 
sobre sus derechos fundamentales, en tanto el derecho a ser elegido recae exclusivamente 
en quienes conforman la terna de candidatos en los términos de la Ley 1904 de 2018 y la 
Resolución N°0728 de 2019; terna que a la fecha ya está definida y dentro de la cual no se 
encuentra la accionante. 
 
De hecho es de observar que el accionante nada refiere en su escrito de tutela sobre las 
declaraciones que públicamente ha hecho el Procurador General de la Nación, donde 
advierte que la Procuraduría en ningún momento ha emitido ordenes de revocar alguna 
actuación de la Mesa Directiva, o de no citar a los ternados u obligar a tomar decisiones al 
Concejo Distrital de Santiago de Cali sobre el proceso de convocatoria pública para la 
elección de contralor, en tanto éste es una corporación autónoma, y por ende no resulta 
cierto que la Mesa Directiva haya estado obligada a cumplir con los requerimientos absurdos 
que en su momento el Procurador Delegado realizó mediante diferentes escritos, pero que 
después él mismo manifestó que eso eran sólo observaciones no ordenes ni injerencia 
alguna de su parte, sin que la accionante proceda a abogar por el cumplimiento de tales 
observaciones sin allegar prueba alguna del por qué debe el Juez de Tutela hacerlas 
exigibles en este caso, y sin explicar cómo ello la afecta en su fuero personal. 
 
Es más a la fecha la entidad cuenta con una sentencia de primera instancia proferida por el 
Juzgado 21 Administrativo del Circuito de Cali, dentro del proceso de acción de 
cumplimiento con radicado 76001-33-33-021-2025-00304-00, en cuya providencia se 
declaró que no había incumplimiento normativo alguno en tanto el artículo 8 de la Ley 1437 
no era aplicable a la convocatoria pública promovida para la elección de Contralor Distrital 
periodo 2026-2029, en razón a la existencia de las normas especiales existentes que 
regulan de forma especifica dicho proceso de elección (Ley 1904 de 2018 y Resolución 
N°0728 de 2019 proferida por la Contraloría General de la República en virtud de lo 
dispuesto en el Acto legislativo 04 de 2019), y que por ende tal articulo de la Ley 1437 de 
2011 no tenía cabida en dicho proceso de convocatoria pública; lo cual deja sin sustento 
alguno lo esgrimido por el Procurador Delegado en su momento, y por lo aducido en este 
proceso de tutela por la accionante. 
  
 

 
 



 

 
  

PETICIONES EN PRO DE LA DEFENSA 
 
 
Conforme a lo anterior, solicito a la Honorable Juez de Tutela, declarar la no procedencia de las 
pretensiones de la acción de tutela interpuesta, por cuanto no se evidencia violación de derecho 
fundamental alguno por parte de las entidades accionadas y vinculadas, como tampoco que 
exista un daño inminente e irreversible que la accionante esté padeciendo; de lo cual vale decir 
que de ninguna manera es posible derivar un derecho que deba ser protegido, frente al hecho 
de no haberse acogido por la Mesa Directiva las absurdas observaciones realizadas por el 
Procurador Delegado, pues de ninguna manera tal situación estaría dirigido al reconocimiento 
de un derecho propio de la accionante. 
 
Así mismo, solicito al señor Juez se sirva dar por contestada la tutela dentro del término legal, y 
reconocerme personería para actuar en calidad de representante judicial del Concejo Distrital 
de Santiago de Cali, como corporación pública accionada.  
  
 
 
 

PRUEBAS 
 
 
Sírvase, Honorable Juez Constitucional apreciar como tales las obrantes dentro de la foliatura 
del expediente judicial por los documentos aportados por la misma accionante, que no acreditan 
de forma alguna, la arbitrariedad o vulneración a los derechos fundamentales que aduce le 
deben ser protegidos; y en especial los siguientes que se aportan con este escrito: 
 
- Copia de todas las resoluciones, circulares, y documentos emitidos y publicados en la 
página web de la Corporación Pública, dentro de la convocatoria pública para la elección de 
Contralor Distrital de Santiago de Cali para el periodo 2026-2029, hasta la fecha de presentación 
de este escrito de respuesta a tutela. 
-  Copia de la Sentencia N° 284 de fecha 05 de diciembre de 2025, proferida por el Juzgado 
21 Administrativo del Circuito de Cali. 
-   Copia de Oficio de fecha 09 de diciembre de 2025 identificado con Radicados Nos. E-
2025-315080, proferido por el Procurador Segundo Delegado para la Vigilancia Preventiva de la 
Función Pública, en el cual manifiesta que sus observaciones no son imperativas ni constituyen 
un orden para la Mesa Directiva del Concejo Distrital de Santiago de Cali. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
  

 
 

ANEXOS 
 

- Copia de la Resolución de Nombramiento N°21.2.22-0103 de fecha marzo 05 de 2021, 
y Acta de Posesión N°C-404 de fecha marzo 05 de 2021, del suscrito Jefe de Oficina 
Jurídica del del Concejo Distrital de Santiago de Cali. 

- Copia de la Cédula de Ciudadanía y de la Tarjeta Profesional de Abogado, del suscrito 
Jefe de Oficina Jurídica. 

- Copia del del Acuerdo N°220 de 2007 “Por el cual se modifica la estructura administrativa 
y se adopta una nueva planta de personal en la honorable corporación concejo municipal 
de Santiago de Cali, y se dictan otras disposiciones” (artículos 34, 57 y siguientes). 
 
 

 
 

NOTIFICACIONES 
 
Las recibiré en las instalaciones del Concejo Distrital de Santiago de Cali, ubicada en la Avenida 
2 Norte, N° 10 – 65 CAM PBX 6678200, Cali, teléfono 6678200, o al correo electrónico: 
jurídico@concejodecali.gov.co. 
 
Atentamente, 
 
 

 
RICARDO MONTERO GONZALÉZ 
Jefe de Oficina Jurídica 
 
 
Proyectó: Diana Urrego – Asesora Contratista  


